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El presente plan de tesis, “EL RESTABLECIMIENTO DE LA PENA DE 
TRABAJOS COMUNITARIOS EN LOS DELITOS DE TRÁNSITO EN EL 
ECUADOR”, tiene como finalidad, proponer un proyecto de reforma a la Ley Orgánica 
de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial y su Reglamento de aplicación, para 
que se restablezca la sanción, el ámbito de aplicación y ejecutabilidad de la pena de 
trabajos comunitarios que se encuentra establecida en el Art. 123 de la  Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial  (LOTTSV) literal f) que dispone: “Art. 
123.- Las penas aplicables a los delitos y contravenciones de tránsito son:… f) 
Trabajos comunitarios. Una o varias de estas penas se aplicarán de conformidad con lo 
establecido en cada tipo penal…”  ya que con la promulgación de la reforma publicada 
en el Suplemento del Registro Oficial No. 415, de 29 de marzo de 2011, se reformo 
varios artículos de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial como el Art. 124, así como con el nuevo 
Reglamento General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial que ha sido promulgado mediante el Registro Oficial No. 731 
segundo suplemento de fecha 25 de junio del 2012, dejo de existir el “Capitulo I 
referente del trabajo comunitario, así como los artículos 235 y 236 del anterior 
reglamento, que ya no se encuentra en vigencia”, por lo que no se puede ahora con la 
vigente Ley y el nuevo Reglamento otorgar trabajos comunitarios ya que no hay 
reglamentación para normarlos por lo que se hace inejecutable la modificación de pena 
por trabajos comunitarios conforme lo establece el Art. 123 de la Ley de la materia, por 
lo que dejo de aplicarse por los Jueces de Tránsito. Además que el Art. 76 y 77 numeral 
12 de la Constitución de la República vigente, como norma constitucional que puede 
existir penas alternativas, como existe en la Ley Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial que establece como sanción al trabajo comunitario.  
 






La vigente Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial,  
dentro del Capítulo III DE LAS PENAS Y SU MODIFICACIÓN en su artículo Art. 
123 se indica: “Las penas aplicables a los delitos y contravenciones de tránsito son:  a) 
Reclusión; b) Prisión; c) Multa; d) Revocatoria, suspensión temporal o definitiva de la 
licencia o autorización para conducir vehículos; e) Reducción de puntos; f) trabajos 
comunitarios.” por lo que se establece que en los procesos penales por delitos de 
tránsito,  una vez realizado todo el procedimiento del juicio correspondiente, al emitir 
una sentencia condenatoria, el juez de tránsito de acuerdo a la justificación de la 
necesidad de la pena, debe considerar si existen elementos suficientes para determinar 
que la pena privativa de la libertad en ese caso, es o no necesaria, por lo que puede ser 
demostrado, por las circunstancias de la infracción (no se fugó, ayudo a la víctimas, 
entre otros..); y la personalidad del procesado (por ejemplo ser padre de varios hijos, ser  
el sustento de su hogar), haber justificado atenuantes  y en la audiencia de juzgamiento 
no se haya opuesto a la misma ni a la pena impuesta,  justificar ser una persona 
honorable, entre otros hechos que deben ser considerados por el Juez para aplicar la 
pena de trabajos comunitarios.  
  
Por lo que la propuesta investigativa sobre el restablecimiento de las penas de 
trabajo comunitarios en los asuntos de delitos de tránsito, parte de una necesidad social 
que debe ser urgentemente atendida, y que tiene una posible solución de cambio que 
facilitaría cumplir  con los principios de la proporcionalidad de la pena consagrado en el 
Art. 76 numeral 6 de la Constitución de la República vigente, así como el principio de la 
debida diligencia en los procesos de administración de justicia, como proclama y 
garantiza el Art. 172 de la misma Constitución, que consiste en la celeridad y economía 
procesal, que conllevan a una justicia en corto tiempo.   Por ello se escogió este tema 
porque es un problema que aqueja y se presenta muy a menudo en la actualidad dentro 
del tema de la juicios de delitos de tránsito; así como presentar una solución acorde a lo 
que establece la norma constitucional, siendo  viable y posible, a través de la pena de 
trabajo comunitario respetar el derecho a la proporcionalidad de la pena ya que los 









“EL RESTABLECIMIENTO DE LA PENA DE TRABAJOS COMUNITARIOS EN 
LOS DELITOS DE TRÁNSITO EN EL ECUADOR” 
 
1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
El presente trabajo investigativo  tiene por objeto identificar el problema en la 
sanción impuesta en los juicios de  tránsito, que siendo un accidente de tránsito, un 
hecho catalogado como delito culposo e involuntario que ocurre en la vía pública en el 
cual participan personas, vehículos e incluso animales, provocando muertos, heridos y 
lesiones en las personas y daños materiales en la propiedad ya sea pública o privada, a 
consecuencia de la negligencia, imprudencia, impericia,  inobservancia de la ley, 
reglamentos u órdenes o disposiciones de las autoridades o agentes a cargo de su control 
o vigilancia.  
  
Y es una de las causas que más perjuicios provocan a la sociedad ecuatoriana en 
diferentes aspectos, entre los que destacan lo jurídico, económico y humano (emocional, 
físico, psíquico entre otros) y que incluso puede sufrir la persona condenada, no puede 
acogerse a la pena de trabajos comunitarios, por la reforma a la ley y la promulgación 
del nuevo reglamento se dejó de aplicar este tipo de sanción, que en muchos casos 
beneficiaba al sancionado por esta clase de delitos.    
 
Cuando se aprobó la reforma con la promulgación de la Ley Orgánica 
Reformatoria a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, se 
había promocionado que la misma agravaba todas las situaciones para los conductores;  
ya que en relación a las sanciones, si bien el artículo 123 de la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial mantiene dentro de la enumeración de 
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las penas aplicables a los delitos y contravenciones de tránsito a la pena del trabajo 
comunitario, este se eliminó como sanción en los artículos que lo preveían 
anteriormente a la reforma (especialmente el Art. 124 de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial), por lo que ha perdido la aplicabilidad, a pesar de 
los pocos años de vida que tuvo en nuestra legislación y que dio resultados positivos. 
Por lo que al eliminar esta sanción no se mejora la situación del sentenciado quien ahora 
deber cumplir una pena de privación de la libertad en vez de una pena de trabajos 
comunitarios, donde se prestaba servicios como actividades, tareas especiales inherentes 
al tránsito sin remuneración o beneficio alguno, ya sea en instituciones públicas o 
privadas situadas en lo posible en el sector en donde se domicilia la persona sancionada; 
difundiendo las políticas, reglamentos de prevención,  educación y en muchos casos sus 
propias experiencias que pueden servir de ejemplo a los ciudadanos que le escuchan, 
aspectos relativos a la prevención y educación si se puede llamar vial para quienes 
forman parte de este ámbito. Más en la reforma a la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, sin duda el legislador, se ha puesto en establecer 
nuevas penas, sanciones, delitos, contravenciones, entre otros sin pensar en la aplicación 
de penas alternativas a la prisión.. 
 
Por lo que en el Ecuador dentro de la materia de tránsito se legisla a través de 
normas represivas y sancionadoras, en que se criminalizan conductas varias, y se tiende 
al endurecimiento de otras disposiciones ya existentes; sin embargo, solo una vez que la 
misma se aplique, se podrá apreciar, en justa medida, si la reforma introducida ha 
producido los efectos buscados, por ejemplo, la disminución de los accidentes de 
tránsito, pero se puede ver a través de los medios de comunicación ya sea televisión, 
radio o prensa escrita que los accidentes de tránsito pese a las penas que existen de 
prisión no han disminuido sino lo contrario han aumentado considerablemente.  
 
Es por ello que esta sanción de trabajos comunitarios que aparentemente no era 
severa, con relación a la pena privativa de libertad (prisión)  y que era producto de la 
posibilidad de reducción de penas que por atenuantes consideraba el anterior Art. 124 
de la indicada ley de tránsito, donde se determinaba que en los delitos de tránsito, 
cuando se justifique a favor del infractor circunstancias atenuantes (auxilio, ayuda a 
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víctima, la oportuna y espontánea reparación de los daños y perjuicios causados a los 
afectados del accidente de tránsito, acuerdos reparatorios, procedimiento abreviado, 
entre otros)  y no exista en su contra ninguna agravante (abandono a las víctimas, 
conducir sin licencia, cometer la infracción en estado de embriaguez, entre otros), las 
penas de prisión y de multa, se reducirán hasta en un tercio de las mismas, las cuales 
podrán ser cumplidas con trabajos comunitarios. Determinaba que esta sanción debía 
ser graduada por el Juez y se la cumpliría por horas, de acuerdo a un plan de días y 
horas para cumplir la pena impuesta, en vez de que el sentenciado este privado de su 
libertad, y en vez de hacer algo provechoso para la comunidad y sociedad, este en una 
prisión sin hacer nada. 
 
Por lo que la severidad de la pena, con relación a los delitos de tránsito que son 
culposos están tipificados sin que ahora exista la ejecución de la sanción a través de 
trabajos comunitarios, al parecer resulta desproporcionada; ya que el legislador al hacer 
la reforma a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial no ha 
considerado la graduación de las sanciones y su aplicación, no ha considerado el 
propósito de crear conciencia necesaria en los conductores de los vehículos y peatones 
que usan las vías,  que se estaba realizando a través de la pena de trabajos comunitarios.  
 
No se debe olvidar que los delitos de tránsito, son involuntarios, culposos, no 
son dolosos es decir no existe el dolo o intención de causar daño. Nadie sale a sufrir un 
accidente, nadie sale a matar a una persona, nadie sale a poner en peligro la seguridad 
de las personas en las carreteras y en los espacios urbanos ya que un accidente de 
tránsito es considerado un suceso eventual o acción involuntaria.  
   
La Constitución de la República, en el Art. 76 establece: “En todo proceso en el 
que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho 
al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: …6. La ley establecerá 
la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza.” Estableciéndose por mandato constitucional la 





En el ámbito de los delitos de tránsito es menester que las personas que han sido 
sentenciadas por ser conductores de los vehículos participantes en un accidente de 
tránsito no estén privadas de su libertad al sufrir una pena impuesta, cuando dentro del 
proceso ha demostrado atenuantes, es decir hechos que le han favorecido y le han hecho 
acreedor  a una modificación de la pena impuesta, donde el Juzgador pueda aplicar el 
principio constitucional de la proporcionalidad de la pena o aplicación de penas 
alternativas, por lo que se debe procurar  que cuando exista un delito de tránsito y la 
ciudadana o el ciudadano involucrado sea sentenciado por las circunstancias fácticas del 
mismo y se ha hecho beneficiario a atenuantes, o ha justificado o realizado acuerdo 
reparatorios o procedimiento abreviados, el Juez de la causa sancione con la pena de 
trabajos comunitarios, situación que prevé la propia Ley de Tránsito pero que ahora no 
se encuentra regularizada en el Reglamento de aplicación a dicha ley  por lo que debería 
reformarse la Ley y el reglamento para propender a realizar estos trabajos que van en 
beneficio de la comunidad.  
 
1.3 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA: 
 
La formulación del problema en el  presente trabajo investigativo, queda de la 
siguiente manera: 
 
¿Se debería reformar a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial y su reglamento de aplicación, para el restablecimiento de la pena de 
trabajos comunitarios en los juicios por delitos de tránsito para cumplir con el mandato 
constitucional referente al principio de la proporcionalidad de la pena o penas 
alternativas? 
 




 ¿De qué manera las sanciones vigentes en los delitos de tránsito afecta a los 
derechos constitucionales referente a la proporcionalidad de la pena y penas 
alternativas? 
 ¿Es necesario un estudio y análisis teórico práctico de las sanciones impuestas  en 
los delitos de tránsito en el Ecuador, especialmente la pena de trabajos 
comunitarios?  
 ¿Se debería aplicar el mandato constitucional determinado en el Art. 76 numeral 6 
de la Constitución en los delitos de tránsito referente a la proporcionalidad de la 
pena? 
 La pena de trabajos comunitarios puede cumplir el mandato constitucional de penas 
alternativas?  
 ¿Constituye actualmente las sanciones de los delitos de tránsito un sistema óptimo y 
eficaz para respetar el principio constitucional de la proporcionalidad de la pena? 
 
1.5 OBJETIVOS  
 
1.5.1 GENERAL  
 
 Proponer un proyecto de reforma a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial y su reglamento de aplicación, para el restablecimiento de 
la pena de trabajos comunitarios en los juicios por delitos de tránsito. 
 
1.5.2 ESPECÍFICOS  
 
 Estudiar, analizar y evidenciar el término de trabajos comunitarios en los delitos de 
tránsito.  
 
 Determinar el análisis del marco jurídico penal de los trabajos comunitarios en 
delitos de tránsito en el Ecuador, lo cual posibilitará su examen, estudio e 




 Recoger  la opinión de los juristas, abogados y usuarios, a través de una 
investigación de campo, a fin de conocer las dificultades que se han presentado en la 
imposición de trabajos comunitarios como sanción de los delitos de tránsito  
 
 Determinar si se cumple con el debido proceso y el respeto de los derechos 
constitucionales, especialmente el de la proporcionalidad de la pena y penas 
alternativas  en las sanciones referentes a los delitos de tránsito 
 
 Diseñar una propuesta de reforma a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial y su Reglamento de aplicación,  para restablecer la 




Las razones y los argumentos que se tienen para realizar la investigación del tema 
planteado guardan relación con aspectos como: Trascendencia social, utilidad práctica, 
factibilidad de realización y beneficiarios, entre ellos se tiene: 
 
La propuesta, sobre un proyecto de reforma a la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial y su reglamento de aplicación, para el 
restablecimiento de la pena de trabajos comunitarios en los juicios por delitos de 
tránsito, parte de una necesidad social que debe ser urgentemente atendida, y que tiene 
una posible solución de cambio que facilitaría cumplir  con los principios de la 
proporcionalidad de la pena o de la aplicación  de las penas alternativas, establecidos en 
la Constitución de la República.  
 
Consecuentemente, si existe una relación inversamente proporcional entre el 
aumento de las penas, la eliminación de la ejecución de la pena de trabajos comunitarios 
y la reducción de los accidentes de tránsito, es un tema que puede generar controversia 
entre los Jueces, Fiscales, Defensores públicos, abogados especialistas en tránsito, 
chóferes y ciudadanía; empero, únicamente las estadísticas nos dejarán determinar a 
través de una investigación jurídica de campo en los Juzgados de Tránsito de esta 
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ciudad de Quito, de forma objetiva, los resultados de la reforma aplicada a la ley 
orgánica de transporte terrestre, tránsito y seguridad vial, que todos esperamos sean 
favorables al tan necesario mejoramiento del tránsito y del transporte terrestre en todo el 
Ecuador, pero no en la aplicación de solo penas privativas de la libertad sino también en 
las penas alternativas como es el trabajo comunitario, claro siempre con condiciones 
establecidas en la ley.  
 
Este tema problema tiene mucha trascendencia social, política, económica y 
jurídica, particularidades que han incentivado investigar este tema, con el fin de 
presentar una propuesta  que constituya una forma para el mejoramiento de la 
administración de justicia en materia de tránsito donde se cumpla con la aplicación de la 
proporcionalidad de la pena, la aplicación de penas alternativas como el trabajo 
comunitario por lo que es necesario el restablecimiento de esta clase de sanción en los 
delitos de tránsito.  
 
Por lo que se debe considerar que las penas de trabajo comunitario para el doctor 
Guillermo Cabanellas en su Diccionario Jurídico lo define como: “La pena de 
prestación de servicios a la comunidad es aquel por el cual el sentenciado tiene que 
prestar servicios comunitarios, como por ejemplo, limpiar calles, jardines, registrar 
datos de archiveros, etc. Todos servicios públicos que no requieren mayor 
especialización, y que cualquier individuo puede ejecutar” (Cabanellas, 2007, pág. 115) 
 
En cambio para la enciclopedia Wikipedia trabajo comunitario es, considerado 
como: “un servicio comunitario, donde es un servicio donado, o actividad que es hecha 
por alguien o por un grupo de personas para beneficio del público o sus instituciones” 
(Tomado de la página Web  http://es.wikipedia.org/wiki/Wikipedia)   
 
El ex – Reglamento de aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial que estuvo vigente hasta el 25 de junio del 2012 en su Art. 
235 textualmente decía: “Es la sanción impuesta a quien comete un delito sancionado 
con prisión o una contravención leve de tercera clase.  El trabajo comunitario se 
cumplirá prestando servicios como: actividades, tareas especiales inherentes al tránsito 
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sin remuneración o beneficio alguno, en instituciones públicas o privadas situadas, en 
lo posible, en el sector en donde se domicilia la persona sancionada”. 
 
En el plano institucional la Universidad Central del Ecuador, concordante con los 
postulados de la Defensa de los derechos constitucionales e promueve el mejoramiento 
del conocimiento de los preceptos en materia de derechos consagrados y que ampara a 
todas las personas y especialmente del derecho a la libertad. 
 
En el ámbito personal la presente investigación de tesis me permite fortalecer mi 
formación como Abogado y mi solvencia profesional, al conocer la realidad de los 






2.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Es importante estudiar el principio constitucional de la proporcionalidad de la 
pena, las penas alternativas a la privación de la libertad, que se manifiestan 
especialmente a la hora de dictar una sentencia condenatoria, en la que necesariamente 
deberá darse balance a la equidad entre la pena impuesta y los hechos cometidos, 
atendiendo a las circunstancias en que se dieron los mismos, pero es el juez de tránsito, 
el garante del equilibrio que se mantenga, pues son ellos quienes deben determinar la 
pena que debe dictarse, observándose que ella, se adecúe proporcionalmente a la 
gravedad de los hechos, en el caso de tránsito especialmente se debe considerar que 
estos delitos son catalogados como culposos y no dolosos que se han suscitado por un 
accidente de tránsito donde se hayan producido lesionados o muertos.   
 
Al realizar este estudio es la única manera de que el ciudadano se sienta 
protegido en sus derechos y aplicación de los principios constitucionales, cuando es 
sometido a un proceso penal de tránsito, toda vez que actualmente el Ecuador es un 
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Estado Constitucional de Derechos y Justicia, logrando esta aplicación a través de la 
sanción de trabajos comunitarios. 
 
Por ello la aplicación de la proporcionalidad de la pena e implementación de las 
penas alternativas como el trabajo comunitario en los delitos de tránsito conlleva varias 
características o elementos para que se constituya como tal, que son: 
 
1. Culminación de un juicio de delito de tránsito.- Para que exista este tipo de 
delito de tránsito, el requisito es que este se haya producido un accidente de tránsito 
consumado, se haya iniciado un proceso de juicio, se haya dado todas las etapas 
procesales de instrucción fiscal, presentación de dictamen acusatorio y la audiencia de 
prueba y juzgamiento, llegando el Juez de tránsito a determinar la existencia de la 
infracción (accidente de tránsito) y la responsabilidad del acusado, dictado una 
sentencia condenatoria.  
 
2. La existencia de la norma reguladora de trabajos comunitarios.- Es decir debe 
estar establecida en la ley de la materia, en tránsito consta en el Art. 123 literal f) de la 
Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial la pena o sanción de 
trabajos comunitarios, lo que actualmente no existe es la norma de aplicación de este 
tipo de sanción. Existiendo solo la fase de imposición pero no la fase de ejecución, por 
la vigente ley no se aplica este tipo de pena. 
 
3.- Presencia de una o más circunstancias atenuantes.- Es esencial que para 
aplicar la pena de trabajos comunitarios el Juez de Tránsito debe analizar si existe 
dentro del proceso y se ha justificado circunstancias atenuantes tales como el auxilio y 
ayuda a víctima, la oportuna y espontánea reparación de los daños y perjuicios causados 
a los afectados del accidente de tránsito a través de acuerdos reparatorios, haberse 
aceptado los hechos facticos del delito de tránsito a través de un procedimiento 
abreviado, entre otros  y no exista en su contra ninguna agravante como el abandono a 
las víctimas, conducir sin licencia o con una licencia caducada, cometer la infracción en 
estado de embriaguez, entre otros, por lo que la penas de prisión y de multa, se 
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reducirán hasta en un tercio de las mismas, las cuales podrán ser cumplidas con trabajos 
comunitarios. 
 
4.-  Condiciones para la ejecución de trabajos comunitarios.- La sanción de 
trabajos comunitarios se deberá graduar,  se  impondrá y cumplirá por horas. El 
infractor podrá solicitar con la autoridad competente un plan de días y horas en que 
cumplirá la pena impuesta; el cumplimiento de la pena de trabajo comunitario deberá 
realizarse durante el día, no pudiendo superar bajo ningún concepto el de 8 horas diarias 
de trabajo comunitario; al aplicar la sanción, la autoridad competente deberá procurar 
afectar lo menos posible la situación y condiciones laborales y el sostenimiento familiar 
de la persona sancionada, para lo cual podrá hacer cumplir la sanción los días sábados, 
domingos, y/o feriados.  
 
Para el caso de la capacitación de los infractores que se acojan al trabajo 
comunitario, la capacitación será a cargo de la Agencia Nacional de Tránsito. En el caso 
de incumplimiento del trabajo comunitario en los plazos, días y horarios establecidos, el 
Juez ordenará la suspensión de la licencia hasta que el infractor cumpla con la sanción o 
que se cumpla con la pena previamente establecida, de manera obligatoria 
 
2.2 FUNDAMENTACIÓN CIENTÍFICA  
 
La Constitución de la República, el Art. 76 establece: “En todo proceso en el 
que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho 
al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: …6. La ley establecerá 
la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza.” Estableciéndose por mandato constitucional la 
proporcionalidad de la pena, es decir, debe existir cierta relación coherente entre el 
grado de vulneración de un derecho y la gravedad de la pena que se va ha imponer. 
 
Que el Art. 77 numeral 12 de la misma Constitución señala: “…12. Las personas 
declaradas culpables y sancionadas con penas de privación de libertad por sentencia 
condenatoria ejecutoriada, permanecerán en centros de rehabilitación social. Ninguna 
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persona condenada por delitos comunes cumplirá la pena fuera de los centros de 
rehabilitación social del Estado, salvo los casos de penas alternativas y de libertad 
condicionada, de acuerdo con la ley…”  Considerando la norma constitucional que 
puede existir penas alternativas, como existe en la Ley Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial que establece como sanción al trabajo comunitario.  
 
Que el Art. 8.3 literal c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
establece que: “c) No se consideraran como "trabajo forzoso u obligatorio", a los 
efectos de este párrafo: i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el 
inciso b), se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial 
legalmente dictada,(…)” por lo este pacto permite la realización de trabajos 
comunitarios.  
 
Que el Art. 4.6.3 de  la Convención Americana Sobre Derechos Humanos  
establece que: “3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este 
artículo: a) los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida 
en cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial 
competente. Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control 
de las autoridades públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos a 
disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado (…) ”  
 
Que el Art. 123 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Transito y 
Seguridad Vial establece: “Las penas aplicables a los delitos y contravenciones de 
tránsito son:  a) Reclusión; b) Prisión; c) Multa; d) Revocatoria, suspensión temporal o 
definitiva de la licencia o autorización para conducir vehículos; e) Reducción de 
puntos; f) trabajos comunitarios.”  
 
Como se puede apreciar dentro de la anterior clasificación de las penas, se 
encuentra una de vital y renovadora importancia, la de trabajos comunitarios, que encaja 
perfectamente en el principio constitucional que tiene por objeto la reeducación, 
rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad; puesto que su modalidad y 
aplicación permiten sancionar al infractor sin desequilibrar su estabilidad social y 
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familiar, y a la misma vez hacer efectivo todo el sistema jurídico, para no dejar impune 
las infracciones de tránsito especialmente los delitos, desarrollando a la vez la sanción 
un bienestar, como retribución del sentenciado a la sociedad que ha violentado, puesto 
que la Pena de trabajos comunitarios, incluso pueden consistir en trabajos gratuitos que 
realiza el condenado en centros asistenciales, escuelas, hospitales, orfanatos, entre otros.  
 
Por ello que es importante y necesario aplicar en los procesos condenatorios la 
pena de trabajos comunitarios y dar una oportuna administración de justicia en los caso 
de los delitos de tránsito, respetando la normativa y principios constitucionales de la 
proporcionalidad de la pena y aplicación de penas alternativas, así como la norma legal 
que permite este tipo de sanción. 
 
2.3  HIPOTESIS 
   
2.3.1 Hipótesis General 
 
Ya qué la legislación de Tránsito ecuatoriana establece la pena de trabajos 
comunitarios en los delitos de Tránsito, por qué existe el vacío legal referente a la 
imposición y ejecución de dicha pena, ya que en el nuevo reglamento de aplicación la 
ley de tránsito vigente no consta las condiciones para efectuar dicha sanción, no 
poniéndose en vigencia el principio Constitucional esencial de la 
PROPORCIONALIDAD DE LA PENA y se constituya en la práctica, en medio de la 
realización de justicia 
 
2.3.2 Hipótesis Específica  
 
El restablecimiento de las penas de trabajo comunitarios en los asuntos de 
delitos de tránsito, parte de una necesidad social que debe ser urgentemente atendida, y 
que tiene una posible solución de cambio que facilitaría cumplir  con los principios de la 
proporcionalidad de la pena consagrado en el Art. 76 numeral 6 de la Constitución de la 
República vigente, así como el principio de la debida diligencia en los procesos de 
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administración de justicia, como proclama y garantiza el Art. 172 de la misma 
Constitución, que consiste en la celeridad y economía procesal, que conllevan a una 
justicia en corto tiempo.   
 
2.4 VARIABLES 
   
2.4.1 Variable Dependiente 
 
Actualmente no es  posible imponer, aplicar y ejecutar la pena de trabajos 
comunitarios como un sistema alternativo a la prisión en los delitos de transito donde se 
ha llegado a emitir una sentencia condenatoria. 
 
2.4.2 Variable Independiente   
 
Proyecto de reforma legal  para el restablecimiento de la pena de trabajos 





Entre las principales fundamentaciones del marco teórico tenemos: 
 
1.1 El delito y la responsabilidad 
 
El término delito puede variar según el maestro, autor o tratadista de Derecho 
Penal que lo enuncie e indique ya que cada uno ha procurado elaborar su propia 
definición de delito.  De ello es que la mayoría de las definiciones se parezcan mucho 
entre sí; ya que se utilizan casi siempre los mismos elementos esenciales, pero cada 
concepto se distingue apenas en aspectos irrelevantes.  
 
Para el gran maestro Carrara es la siguiente: “Delito es la infracción de la ley del 
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estado, promulgada para proteger la seguridad de los ciudadanos, y que resulta de un 
acto externo del hombre, positivo o negativo, moralmente imputable y socialmente 
dañoso” (Carrera, 1967. p. 15). En cambio para Franz von Liszt es: “El delito es un acto 
humano, culpable, contrario al derecho y sancionado con una pena” (Franz, 1929. p. 
43). 
 
Para el autor penalista Mayer, manifiesta: “El delito es un acontecimiento típico, 
antijurídico e imputable” (Mayes, 1940 p. 23). Desde la perspectiva de maestro Mazger 
ya desde el año de 1935) indicaba: “El delito es una acción típicamente antijurídica y 
culpable” (Mazger, 1935, p. 222). En cambio para el maestro Zaffaroni (1989) 
determina que: “El delito es en primer lugar una conducta humana” (Zaffaroni, 1989,p. 
222). 
 
En el diccionario elemental jurídico del Dr. Cabanellas (1997), atribuye: 
“Etimológicamente la palabra delito proviene del latin delictum, expresión también de 
un hecho antijurídico y doloso castigado con una pena. En general culpa, crimen, 
quebrantamiento de una ley imperativa" (Cabanellas, 1997, p. 115)  
  
Según el tratadista ecuatoriano Efraín Torres (1997)  considera al delito como: 
“Acción u omisión penada por la ley. El concepto está sometido por completo al 
principio de legalidad, de tal forma que el principio acuñado por los juristas romanos 
nullum crimen sine lege, es su regla básica. Por esto resulta irrelevante el intento de 
averiguar una noción sustancial de delito, como pueda ser en otras épocas el delito 
natural, pues delito es solo aquello castigado por la ley” (p. 119).  
 
Nuestro Código Penal ecuatoriano, en el Art. 10 establece un concepto similar: 
“Son infracciones los actos imputables sancionados por las leyes penales, y se dividen 
en delitos y contravenciones...” (Código Penal ecuatoriano, 2010, p. 17)  
 
Al respecto el Dr. Ernesto Albán en su Manual de Derecho Penal sobre el tema 
indica: “…para nuestra exposición un concepto de delito que considera que son cuatro 
los elementos constitutivos de la estructura del delito: éste es un acto típico, 
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antijurídico y culpable. Si se dan estos presupuestos, el acto será punible, aunque la 
punibilidad no deba considerarse un elemento del delito sino su consecuencia. Este 
concepto nos permitirá desarrollar y analizar con absoluta precisión todos los aspectos 
y problemas que deben ser estudiados dentro de una teoría del delito:  
 
a) El delito es acto, ya que el primer elemento, el sustento material del delito es 
la conducta humana; los tres elementos restantes son calificaciones de esa conducta, 
son adjetivos que matizan el sustantivo inicial del concepto; 
b) Es acto típico, porque esa conducta deberá estar previa y expresamente 
descrita por la ley penal; 
c) Es acto antijurídico, porque esa conducta es contraria al derecho, lesiona un 
bien jurídico penalmente protegido; 
d) Y es acto culpable, porque, desde el punto de vista subjetivo, ese acto le 
puede ser imputado y reprochado a su autor. 
Si estos factores confluyen, habrá un delito y, como consecuencia de ello, el acto será 
punible”. (Alban, 2009 p. 13) 
 
 
De estos conceptos se establece que pueden existir diversas modalidades de delitos, 
igualmente estas modalidades pueden varias de autor o doctrina pero la más aceptada es 
que existen: 
  
 Delito de comisión: las normas jurídicas se expresan en prohibiciones, se las 
infringen realizando una conducta prohibida. 
 
 Delito de omisión: se concretan, no realizando una conducta querida por la norma.  
 
 Delitos dolosos: el autor quiere realizar la conducta prohibida por la norma, 
realizando la misma en forma voluntaria. 
 
 Delitos culposos: la conducta no es voluntaria, pero el autor no se comporta con el 




Referente a la responsabilidad Primeramente la responsabilidad en términos 
generales, se la puede entender como la capacidad que existe en toda persona para 
conocer el deber u obligación  que asume como consecuencia de una  acción u omisión   
realizada  libremente, y de la cual debe  responder  y  aceptar  las consecuencias. 
 
En el ámbito jurídico y legal, la responsabilidad puede ser entendida como la 
transgresión, por acción u omisión,  de un deber de conducta señalado en una norma 
jurídica, que importa una consecuencia de relevancia jurídica. 
 
El diccionario de la Real Academia Española define la responsabilidad como: “la 
obligación de reparar o satisfacer, por si o por otro, como consecuencia de un delito, 
de una culpa o de otra causa legal”. Teniendo en cuenta como premisa la definición 
antes indicado y para ser más exactos dentro del rigor jurídico que el concepto de 
responsabilidad se merece, se puede decir que la responsabilidad es la asunción de los 
efectos jurídicos por una conducta impropia, que causa un detrimento patrimonial o 
extrapatrimonial pero económicamente apreciable a la víctima o sujeto pasivo de dicha 
alteración, con la consecuente obligación del victimario de resarcir tales perjuicios. 
 
La responsabilidad jurídica puede ser de varias clases ya sea administrativa, civil, 
penal entre otras.  Tanto la responsabilidad civil, cuanto penal y administrativa, pueden 
concurrir copulativamente, al ser todas compatibles. 
 
Según diccionario elemental jurídico del Dr. Cabanellas  la responsabilidad es: 
“Obligación de reparar y satisfacer por uno mismo o en ocasiones especiales, por otro 
la perdida causada, el mal inferido o el daño originado. En lo referente a lo penal,  es 
la que se concreta en la aplicación de una pena, por acción u omisión, dolosa o culposa 
del autor de una u otra” (Cabanellas, 1997, p.352) 
 
La responsabilidad penal, es  la que proviene de la comisión de un delito  ya sea por 
acción u omisión dolosa o culposo (algunos autores lo consideran cuasidelito y lo han 
llamado delito culposo) y que busca imponer un castigo de índole punitivo o sanción 
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penal, al sujeto culpable del  ilícito, ya sea en su calidad de autor, cómplice o 
encubridor. 
 
 La responsabilidad penal no es otra cosa que el estado de sometimiento en que se 
encuentra el individuo que ha tomado parte en la ejecución de un delito frente a la potestad 
punitiva estatal, y que se traduce en tener que soportar la aplicación de la pena prevista en 
la ley por la ejecución de ese hecho delictivo. 
 
La responsabilidad penal tiene un carácter estrictamente individual; sólo debe 
hacerse efectiva en quien comete el delito. Las personas jurídicas no son penalmente 
responsables, sino que por ellas responden las personas naturales que intervienen en 
ellas como representantes legales. 
 
1.2 La Pena   
 
Partiendo de que el Derecho Penal puede ser visto, y conceptualizado, desde una 
doble perspectiva, ya sea fuera del ámbito estrictamente jurídico, la sociedad y el 
ciudadano común considera al Derecho Penal, más exactamente a las leyes penales, 
como un mecanismo de control social, sanción y de represión, conjuntamente con la 
policía, los fiscales y los jueces. Estos instrumentos se han vuelto necesarios porque la 
experiencia de la vida social demuestra que, en determinados momentos, ciertos 
individuos incurren en conductas que atentan gravemente contra los derechos de los 
demás y que, en general, desconocen las reglas básicas que rigen la convivencia. Desde 
épocas muy antiguas, anteriores inclusive a la organización del estado, tales actos han 
sido condenados desde el punto de vista de la religión, la ética y de la moral, pero 
también han sido reprimidos con dureza por la sociedad y especialmente por varios 
Estados. 
 
La reiteración de tales conductas atentatorias y de la reacción represiva 
consiguiente hicieron surgir normas, que hoy se las denomina normas penales, que 
establecían castigos predeterminados a los que quedaban sometidos los “infractores”. 
La evolución de la sociedad, la aparición y la consolidación del estado de derecho y la 
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necesidad de regular cuidadosamente el conjunto de sanciones, para limitar la actividad 
represiva a los casos indispensables y evitar las arbitrariedades del poder especialmente 
del Estado, dieron lugar a que este mecanismo de control y represión se regularizara y 
formara un sistema de normas que conocemos con el nombre de Código Penal. 
 
Para Mezger según el autor ecuatoriano Efraín Torres Chavez en su obra breves 
comentarios al Código Penal del Ecuador, nos enseña: “doctrinariamente la pena es 
retribución esto es, una privación de bienes jurídicos que recae sobre el autor con 
arreglo al acto culpable es decir imposición de un mal adecuado al acto…” (Torres, 
1998, pág. 22)   
 
Al respecto el Art. 1 del Código Penal ecuatoriano, establece: “las leyes penales 
son todas las que contienen algún precepto sancionado con la amenaza de una pena”, 
por lo que define que es una ley penal y se reconoce implícitamente, la existencia de 
otras leyes penales a más del Código Penal, además se incluye en el concepto dos 
elementos fundamentales: el precepto, que es la conducta típica prohibida o contraria a 
la ley, y la pena, que es la sanción jurídica que establece la ley para quien incurre en esa 
conducta prohibida. Esta estricta determinación del texto legal nos indica la importancia 
trascendental que tiene la pena dentro del conjunto del sistema, de la sociedad y del 
Estado.  De ello se parte que el delito y la pena son los dos componentes inseparables de 
una realidad jurídica referente a toda ley penal.  
 
Así, pues, para que se trate de una pena, ésta debe estar: 
1) Establecida previamente por la ley; 
2) Debe corresponder a una infracción ya sea delito o contravención tipificada 
así mismo previamente por la ley; 
3) Debe haberse impuesto en una sentencia condenatoria; y, 
4) La sentencia debe haberse pronunciado luego de un juicio legal. 
 
Si se reúnen estos cuatro caracteres, habrá sanción penal; en cualquier otro caso 
no lo habrá. Por ello es importante anotar que las leyes penales no sólo amenazan sino 




Así comenzando por el término sanción en sentido jurídico puede ser definida, 
como la consecuencia jurídica que el incumplimiento de un deber produce en relación 
con el obligado, la misma que se encuentra condicionada por la realización de un 
supuesto.    
 
Las sanciones establecidas por las normas de las leyes penales reciben la 
denominación específica de penas, por lo que la pena es la forma más característica del 
castigo o condena, y que la pena es pues la sanción proveniente de una ley penal, por lo 
que la palabra pena debe entenderse, únicamente con este significado.  
 
La pena viene tras el cometimiento de una infracción, según lo previsto por el 
Art. 10 del Código Penal ecuatoriano que textualmente dice: “Son infracciones los actos 
imputables sancionados por las leyes penales y se dividen en delitos y contravenciones, 
según la naturaleza de la pena peculiar”. Por lo que la palabra pena hay que tomarla 
desde el punto de vista de la responsabilidad criminal o penal.   
 
Según la mayoría de autores consideran a la Pena, como la sanción previamente 
establecida por la ley, para quien comete un delito o falta, y ha sido la persona 
condenada en sentencia firme por el órgano jurisdiccional competente. Considerando a 
la pena como una sanción que esta previamente establecida por las leyes, para quienes 
cometen un delito o falta, también especificados.  
 
Para la enciclopedia de la red, Wikipedia la pena es: “el recurso que utiliza el 
estado para reaccionar frente al delito, expresándose como la "restricción de derechos 
del responsable". Por ello, el Derecho que regula los delitos se denomina 
habitualmente Derecho penal. La pena también se define como una sanción que 
produce la pérdida o restricción de derechos personales, contemplada en la ley e 
impuesta por el órgano jurisdiccional, mediante un proceso, al individuo responsable 
de la comisión de un delito. El término pena deriva del término en latín poena y posee 





1.2.1 Clasificación de las penas 
 
Las penas pueden clasificarse de muchas maneras según los autores; pero a 
criterio de este investigador se va a limita a tres clasificaciones generales y que son las 
más aceptadas por los estudiosos: 
 
1.2.1.1 Clasificación legal 
 
Esta clasificación la formula el Art. 51 del Código Penal ecuatoriano, que en 
forma muy sucinta clasifica las penas, según el tipo de infracción al que son aplicables: 
a) Penas peculiares del delito; 
b) Penas peculiares de la contravención; 
c) Penas comunes a ambos tipos de infracción. 
 
1.2.1.2 Clasificación por la autonomía 
 
a) Penas principales: cuando se aplican en forma autónoma, sin depender de 
otra. Las penas privativas de la libertad son de esta clase; 
 
b) Penas accesorias: cuando se aplican en función y dependencia de una pena 
principal. Las penas interdictivas, por ejemplo, que se aplican siempre y cuando haya 
una pena privativa de la libertad, y no por sí solas. 
 
1.2.1.3 Clasificación por el bien jurídico afectado 
 
Siendo la pena en su naturaleza, una sanción que consiste en afectar al 
condenado en un bien jurídico personal, esta clasificación es la que tiene una mayor 
sustentación científica. A lo largo de los siglos, las distintas legislaciones han 
estructurado el sistema de penas afectando a bienes jurídicos de la más diversa 




a) Pena de muerte o capital: afecta a la vida del condenado; 
b) Penas corporales: afectan a la integridad física del condenado; 
c) Penas infamantes: afectan al honor de la persona; 
d) Penas privativas de la libertad: afectan a la libertad individual en diversos 
grados y de diversas maneras; 
e) Penas interdictivas: afectan a la capacidad jurídica del condenado; 
f) Penas pecuniarias: afectan a su patrimonio; 
g) Otras penas. 
 
Con respecto a la materia de tránsito es importante indicar que el Art. 123 de la 
Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial establece: “Las penas 




d) Revocatoria, suspensión temporal o definitiva de la licencia o autorización 
para conducir vehículos; 
e) Reducción de puntos; 
f) Trabajos comunitarios. 
 
Una o varias de estas penas se aplicarán de conformidad con lo establecido en 
cada tipo penal.  En todos los casos de delitos y contravenciones de tránsito se 
condenará obligatoriamente al infractor con la reducción de puntos en la licencia de 
conducir de conformidad con la tabla contenida en el artículo 97 de la presente ley y 
sin perjuicio de la pena pecuniaria aplicable a cada infracción”. Por lo que 
normalmente a sancionar una infracción de tránsito especialmente un delito este 
establece la pena de prisión, multa y reducción de puntos por lo que es importante 
determinar que significada cada uno de ellos.   
 
Así la multa.- Según el Código Penal ecuatoriano en su Art. 73 se considera a la 
multa que es, básicamente, una pena accesoria de las penas privativas de la libertad; 
 36 
 
pero en algunos casos (contravenciones y algunos delitos) es pena principal. En otros 
casos es pena alternativa, pues la ley deja al juez la posibilidad de sancionar un delito 
con multa, con prisión o con ambas penas simultáneamente, por lo que la pena de multa, 
es en resumen una pena pecuniaria que afecta al patrimonio del penado. 
 
En si la multa, por su naturaleza consiste en el pago de una suma de dinero, 
establecida previamente en la Ley y dispuesta en una sentencia emitida por una 
autoridad judicial, que el condenado está obligado a realizar a favor del Estado. Es la 
naturaleza pecuniaria de esta sanción la que produce una permanente confusión entre las 
multas penales y las que tienen un carácter puramente administrativo, disciplinario o 
correctivo. En las primeras hace falta, como en toda pena, que sean establecidas por la 
ley, que correspondan a una infracción penal o de tránsito y que sean determinadas 
luego de un juicio en una sentencia condenatoria. Las otras multas no cumplen 
necesariamente con estos requisitos. 
 
Entre las ventajas de la multa se considera que algunas tendencias penales 
modernas que son muy partidarias de la pena de multa, sobre todo en sustitución de las 
penas cortas de privación de la libertad, que precisamente por ser tales no cumplen con 
ninguna de las finalidades que se asignan en general a las penas privativas de la libertad. 
También la legislación de algunos países (Alemania, por ejemplo) la considera esencial. 
La preferencia se fundamenta en varias razones:  
 
a) las penas de multa no tienen el carácter estigmatizante para la personalidad 
del condenado que tiene la prisión y no constituyen, por lo tanto, ningún 
obstáculo para la rehabilitación;  
b) la naturaleza de la multa permite su aplicación con gran flexibilidad, 
acomodando la pena al caso particular del condenado;  
c) esta pena significa ingresos y no egresos para el estado, como en forma 
cuantiosa representan las penas privativas de la libertad. 
 
Entre las desventajas, se considera que sin embargo, hay un sector de la doctrina 
que duda de la eficacia de estas penas y advierte serias desventajas que pueden generar, 
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en especial en países como el Ecuador, grandes desniveles económicos:  
 
a) la multa como sanción penal da una importancia inadecuada al poder económico, y 
por lo tanto la sanción tiene una diferente significación en relación a la situación 
económica del condenado, lo cual termina por hacerla discriminatoria.  
 
b) Una multa que es muy cuantiosa para una persona, para otra puede tener escaso 
valor, y más todavía cuando las multas son establecidas en las leyes mediante cifras 
absolutas. Esto sucedió, por ejemplo, en el Código Penal ecuatoriano, pues las multas 
que en él se señalaban, que tal vez tuvieron en algún momento importancia económica, 
debido a los procesos inflacionarios y la dolarización del año 2000, se tornaron 
absolutamente insignificantes. Una vez producida la dolarización, el legislador 
estableció el valor de las multas en dólares de los Estados Unidos de Norteamérica;   
 
c) la multa puede ser pagada por un tercero y no por el condenado, con lo cual pierde el 
carácter de sanción personalísima que tiene la pena. En muchos casos, por ejemplo, 
especialmente al tratarse de delitos con implicaciones económicas, las multas pueden 
ser pagadas por las empresas, con lo cual el efecto sancionador frente al individuo se 
pierde totalmente;  
 
d) por otra parte, en muchos casos, los condenados son insolventes y no tienen 
posibilidad de pagar las multas, con lo cual las penas no se cumplirían, a menos que se 
estableciera la convertibilidad de la pena de multa en prisión, solución que tampoco 
resulta satisfactoria. Ya que inclusive lo determina el Art. 66 numeral 29 literal c) de la 
Constitución de la República que textualmente dice: “Que ninguna persona puede ser 
privada de su libertad por deudas, costas, multas, tributos, ni otras obligaciones 
excepto el caso de pensiones alimenticias”, e inclusive en materia de tránsito el Art. 179 
inciso sexto de la Ley de la materia determina un plazo de 10 días para que se efectué el 
pago correspondiente de la multa en caso de una contravención.  
 
Cabe recalcar que las multas económicas para las infracciones de tránsito están 
determinadas sobre la base de la remuneración básica unificada (RBU) que en la 
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actualidad equivale a $ 340.00 USD. Ya que para este año 2014 ha subido a dicho valor 
la remuneración unifica del trabajador en general.  
 
La pérdida de puntos.- Como otra figura novedosa, la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial vigente trajo la figura de licencias bajo 
el sistema de puntaje, donde la circulación por las vías habilitadas al tránsito vehicular 
queda sometida al otorgamiento de una autorización administrativa previa, con el objeto 
de garantizar la aptitud de los conductores en el manejo de vehículos a motor, incluida 
la maquinaria agrícola, y la idoneidad de los mismos para circular con el mínimo de 
riesgo posible.  
 
Para conducir vehículos a motor, incluida la maquinaria agrícola, o equipo 
caminero se requiere haber obtenido el título de conductor profesional o el certificado 
de conductor no profesional y la respectiva licencia de conducir, mediante permisos, 
también se podrá autorizar la conducción de vehículos motorizados a los menores 
adultos, mayores a dieciséis años, que deberán estar acompañados por una persona 
mayor de edad, que posea licencia de conducir, si la persona que lo represente 
legalmente lo solicita por escrito y presenta una garantía bancaria por un valor igual a 
veinticinco (25) remuneraciones básicas unificadas del trabajador en general, que 
garantice el pago de daños a terceros y la presentación del menor ante el Juzgado de la 
Niñez y Adolescencia para su juzgamiento en caso de infracciones de tránsito. 
 
Ahora bien siendo la licencia el título habilitante para conducir vehículos a 
motor, maquinaria agrícola, equipo caminero o pesado, documento que se lo obtendrá 
en la Agencia Nacional de Tránsito, una vez que se haya recibido la capacitación y 
formación de una Escuela de Conducción, Institutos Técnicos de Educación Superior, 
Escuelas Politécnicas Nacionales y Universidades autorizadas en el país por el 
Organismo Nacional Coordinador del Sistema de Educación Superior a través de 
convenios celebrados con la Agencia Nacional de Tránsito. 
 
Tal licencia, como se dijo ahora tiene un novedoso sistema de puntaje, el mismo 
que va disminuyendo de acuerdo al número de infracciones que cometa el titular de la 
 39 
 
licencia, esta si fue una reforma muy acertada, movió el piso a todos, especialmente a 
los señores conductores del transporte público y taxistas, que a inicios de la aplicación 
de este sistema, no creían en su eficacia y se burlaban de la policía y de la entrega de 
citaciones, luego se vieron en serios problemas, muchos de ellos están ya impedidos de 
ejercer su profesión de conductores, lo cual es lamentable pero ejemplarizador porque 
ya se ha creado conciencia de acatar la Ley y cuidar los puntos en su licencia.  
 
Las licencias de conducir se otorgarán bajo el sistema de puntaje; al momento de 
su emisión, el documento tendrá puntos de calificación para todas las categorías de 
licencias de conducir aplicables para quienes la obtengan por primera vez, procedan a 
renovarla o cambiar de categoría. 
 
Las licencias de conducir serán otorgadas con 30 puntos para su plazo regular de 
vigencia de 5 años, y se utilizará un sistema de reducción de puntos por cada infracción 
cometida, según la siguiente tabla: 
 
TIPO DE INFRACCIÓN  
 
PUNTOS DISMINUIDOS 
Art. 139.-  Contravención leve de primera clase                                                   
Art. 140.- Contravención leve de segunda clase   
Art. 141.- Contravención leve de tercera clase                                                    
Art. 142.- Contravención grave de primera clase                                                
Art. 143.- Contravención grave de segunda clase                                              
Art. 144.- Contravención grave de tercera clase                                                
Art. 145.- Contravención muy grave   
Art. 145.1.- Contravención muy grave  bajo los efectos 
de sustancias estupefacientes o drogas 
Art. 145.2.1 .- Contravención muy grave  bajo los 
efectos del alcohol desde 0,31 a 0,8 mgr/l 
Art. 145.2.2 .- Contravención muy grave  bajo los 
efectos del alcohol que excediere desde 0,81 mgr/l 
Art. 145.3 .- Contravención muy grave  bajo los efectos 
del alcohol que excediere desde 0,1 mgr/l para 
vehículos públicos, comercial o carga 
























 Considerando que la pena de prisión es considerada como la pena privativa de 
libertad, y esta viene tras el cometimiento de una  infracción, según lo previsto por el 
Art. 10 del Código Penal ecuatoriano. Por lo que la palabra pena hay que tomarla desde 
el punto de vista de la responsabilidad penal, pero al respecto se va a tratar a 
continuación con más detalle. 
 
1.4 Generalidades sobre que es la pena privativa de libertad 
 
A las penas privativas de libertad, se las denomina de esta manera cuando es la pena 
emitida por el juez como consecuencia de un proceso penal y que consiste en quitarle al 
acusado, procesado o reo su efectiva libertad personal ambulatoria es decir en otras 
palabras, su libertad para desplazarse de un lugar a otro o por donde desee, fijando que 
para el cumplimiento de esta pena el sentenciado quede recluido dentro de un 
establecimiento especial para tal fin, llamado comúnmente cárcel o penitenciaría, 
aunque cada ordenamiento jurídico de cada país le da un nombre en concreto así se los 
denomina: correccional, establecimiento penitenciario, centro de reclusión, centro de 
detención entre otros. 
 
Por lo tanto la pena privativa de libertad, tal como su nombre lo indica, consiste 
en privar de libertad de tránsito al individuo sentenciado; se diferencia de la “prisión 
preventiva” porque la pena privativa es resultado de una sentencia ejecutoriada y no de 
una medida transitoria como sucede con aquélla.  
 
Asimismo se diferencia de las denominadas “penas limitativas de derechos” en 
que la pena privativa no permite al sentenciado conservar su libertad ambulatoria 
mientras la “pena limitativa de derechos” por cuanto ésta no afecta en modo alguno la 
libertad del reo para desplazarse y solamente impone la obligación de realizar ciertos 
actos como por ejemplo, prestar servicios de trabajos comunitarios a la comunidad o el 
impedimento de ejecutar otros actos como por ejemplo ejercicio de una profesión o 
vivir en determinado lugar. 
 
Al respecto el Dr. Efraín Torres Chaves en su libro “Breves Comentarios al 
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Código de ejecución de penas y rehabilitación social” sobre el instituto jurídico de la 
pena, indica que para Mezger abarca tres momentos “1) la sanción penal del legislador, 
2) la imposición de la pena por el juez y 3) la ejecución de la pena por la 
administración penitenciaria.” (Torres, 1998, pág. 21)  
 
Por lo que la pena privativa de libertad también debe tener un fin utilitario, es 
decir, deberá servir para impedir que el delincuente cometa nuevos delitos, ya sea en la 
forma de prevención especial negativa (segregación momentánea de la convivencia en 
sociedad), o incluso como una prevención especial positiva (reinserción), así como, 
también una especie de prevención general (también positiva y negativa), para disuadir 
a los demás miembros de la sociedad de que realicen infracciones penales debía de 
cumplir tal privación de libertad se convirtió en un problema para el Estado. 
  
Estas penas limitan en diversos grados la libertad individual del condenado. La 
forma actualmente más común consiste en recluirlo en edificios especiales destinados a 
este objetivo y someterlo a un régimen especial de vida. Pero la restricción de la libertad 
individual tuvo modalidades antiguas, como fueron la deportación, el destierro o el 
confinamiento en determinado lugar. En los últimos tiempos muchos países han 
recurrido a penas alternativas que restringen la libertad individual de diversas maneras, 
sin llegar a privarla en forma completa: prisión nocturna, detención de fin de semana, 
arresto domiciliario, limitación o prohibición de residencia, sometimiento a la vigilancia 
de la autoridad, entre otras.  
 
Las penas privativas de la libertad cumplen generalmente dos finalidades, cuya 
primacía dependerá de los criterios doctrinarios predominantes en una determinada 
legislación: o se busca fundamentalmente segregar y mantener aislados a individuos 
peligrosos (función preventiva especial negativa); o, más bien, se trata de crear una 
oportunidad para la reforma de los delincuentes, a fin de que puedan retornar a la vida 
social como personas útiles (función preventiva especial positiva o rehabilitación). 
 
Por lo que la finalidad de la pena es la prevención general para la comisión de 
delitos y el desarrollo progresivo de los derechos y capacidades de la persona con 
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condena, así como la reparación del derecho de la víctima. En ningún caso deberá la 
pena tener como fin el aislamiento y la neutralización de las personas como seres 
sociales. 
 
En conclusión pese a que viene a ser una concreción de la pena privativa de 
derechos, la doctrina la sitúa en un campo aparte debido a su importancia. Es la sanción 
penal más común y drástica en los ordenamientos occidentales (a excepción de la pena 
de muerte, de escasa extensión). Supone la privación de la libertad del sujeto, y 












ANTECEDENTES DE LAS PENAS PENALES 
 
2.1 Antecedentes  
 
Como antecedentes de las penas penales se puede decir que en Babilonia  se 
ahogaba a los delincuentes en cisternas profundas, en la India, se los exhibía en lugares 
abiertos a los encadenados y atormentados; en Roma se los destinaba a las fieras en el 
Circo Romano para después construir las ergástulas de los esclavos.  
 
En la edad media, la justicia estaba a cargo de dos clases de jueces: 1) los 
señores de la Iglesia arzobispos, obispos y abades y 2) los señores seculares reyes, 
príncipes, duques y barones. Unos y otros tenían sus cárceles en los sótanos o en las 
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celdas solitarias de los monasterios.  Así nació la palabra pena o penitencia, de la que 
derivó el sistema penitenciario con aislamiento celular.   
 
Las penas privativas de la libertad no estuvieron difundidas en la antigüedad. 
Las cárceles servían solamente para alojar a los procesados que esperaban su sentencia; 
o a detenidos sin fórmula de juicio por razones políticas, religiosas o de otro orden. 
Cuando el liberalismo clásico emprendió su tarea de humanizar la aplicación del 
Derecho Penal, entonces surgió la prisión en sustitución de la pena de muerte o de las 
penas corporales. También ha sufrido una gran evolución el sistema de aplicación de 
estas penas.  
 
En un principio, las cárceles contaban solamente con celdas comunes, en las que 
los condenados se hacinaban en condiciones deplorables. Tal situación provocó, entre 
otras, la célebre protesta de John Howard, en su libro sobre las cárceles inglesas. Frente 
a tal situación se difundió como alternativa extrema el llamado sistema filadelfiano 
(apareció en la ciudad norteamericana de Filadelfia), que se caracterizaba por el 
aislamiento celular permanente.  
 
En este caso el condenado debía pasar todo el tiempo de su condena encerrado 
en su celda, prácticamente sin contactos externos. Posteriormente se han ensayado 
soluciones mixtas, que combinan el aislamiento celular nocturno con el recreo y el 
trabajo comunitarios, para eliminar los problemas provocados por el aislamiento 
permanente y por las celdas comunes. Últimas tendencias, surgidas como hemos dicho 
por la crisis universal de la cárcel tradicional, propugnan soluciones muy novedosas, 
aunque de difícil aplicación práctica, pues exigen, no sólo una infraestructura física 
distinta, sino también un cambio de mentalidad en toda la sociedad y en especial en las 
personas encargadas de la administración carcelaria. Sistemas como el progresivo, en 
que el condenado va reintegrándose paulatinamente a la vida ordinaria; o el de prisión 
abierta, en que desaparece el concepto tradicional de cárcel como un edificio encerrado 




Estas alternativas han tratado de ser una respuesta a la crisis, que se ha 
acentuado en los últimos años en todas partes del mundo. El  crecimiento de la 
población carcelaria, las situaciones de cada vez más difícil manejo que se producen 
dentro de las penitenciarías, la heterogeneidad de los internos, llevan a los penalistas a 
plantear fórmulas distintas, sosteniendo inclusive algunos autores que la era de las penas 
privativas de la libertad como sistema básico está llegando a su fin y se debe pensar en 
penas alternativas a la pena privativa de libertad entre ellas la pena de trabajos 
comunitarios. 
 
2.2 la finalidad de la pena 
 
La pena penal tiene al menos las siguientes finalidades: la retribuitiva que 
significa hacer justicia, el ejemplar ya que precisamente trata de dar un ejemplo; y 
cuando sean posible correccionales, es decir dispuestos de manera que en cuanto sea 
posible tiendan a la enmienda moral del condenado.  
 
Al respecto el Dr. Efraín Torres Chaves en su libro “Breves Comentarios al 
Código de ejecución de penas y rehabilitación social” sobre la finalidad de la pena, 
indica “En cuanto a la finalidad de la pena hay todavía discusión para unos es castigo, 
aficción, dolor, daño, sufrimiento. Otros bien simplemente es un nombre que se 
conserva, pero que doctrinariamente significa medida de corrección a una conducta 
antijurídica previniendo nuevas infracciones” (Torres, 1998, pág. 21)  
 
En la actualidad hay una corriente cultural, jurídica y científica en el mundo 
entero, para condenar a la cárcel que no servido sino como medio de venganza a través 
de todos los tiempos. Los más grandes pensadores y desde luego entre ellos los más 
brillantes penalistas piensan en que la inteligencia humana debe encontrar nuevas 
formas sustitutas de la pena privativa de prisión, de la tortura, del aislamiento, que de 
rehabilitación nada tienen y así el Dr. Efraín Torres Chaves, en la obra indica citando al 
maestro Eugenio Raul Zaffaroni dice: “que la prisión o jaula es una institución que se 
comporta como una verdadera máquina deteriorante del ser humano. El preso es 
llevado a condiciones de vida que nada tienen que ver con las de todo adulto y se le 
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priva de lo que usualmente hace este, lesionando la auto estima con pérdida de 
libertad, en prisiones de superpoblación, alimentación paupérrima, falta de higiene 
medicinas, aseo elemental, entre otros. Por lo que la cárcel genera una patología cuya 
característica más saliente es la regresión” (Torres. 1998, citado en pág. 7)   
 
La Constitución (Art. 201) sostiene que: "El sistema de rehabilitación social 
tendrá como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas 
penalmente para reinsertarlas en la sociedad..." En cambio, el Código Penal, al definir 
en el Art. 1, lo que son las leyes penales, afirma que: "... son todas aquellas que 
contienen algún precepto sancionado con la amenaza de una pena". Por lo que la 
noción de pena necesaria, se apoyan en el acontecer histórico y generan discursos que 
responden al modelo de Estado adoptado o que se pretenda adoptar, lo cual evidencia 
que la necesidad de pena como límite al poder punitivo adquiere mayor relevancia en 
modelos en los que la dignidad humana ocupa un lugar preeminente y parten del 
reconocimiento de los derechos del hombre; mientras que, a partir de prácticas donde el 
castigo resulta desproporcionado e „inhumano‟ se construye un discurso justificativo 
paralelo. 
 
Además la Constitución de la República, el Art. 76 establece: “En todo proceso 
en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el 
derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: …6. La ley 
establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza.”  
Estableciéndose por mandato constitucional la proporcionalidad de la pena, es decir, 
debe existir cierta relación coherente entre el grado de vulneración de un derecho y la 
gravedad de la pena que se va a imponer. 
 
En aplicación de esta norma constitucional, especial énfasis merece el trabajo de 
la persona privada de libertad que, además de constituir un elemento fundamental del 
tratamiento, es considerado un derecho y un deber social de 1a persona privada de 
libertad, por ello la finalidad de la pena puede ser realizar el sentenciado un trabajo 




Igualmente en respuesta a los regímenes históricos de horror y venganza 
punitiva, los pensadores penalistas volvieron la mirada al constitucionalismo y a los 
derechos del hombre como medida de contención del poder del Estado.  
 
Este retorno al reconocimiento de los derechos del hombre no tuvo influencia 
exclusivamente en Europa; instrumentos como la Carta de la Organización de las 
Naciones Unidas, de 1946 y la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 
1948, encontraron eco en la creación del sistema americano de derechos humanos en el 
que sobresalen el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
y, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966; los cuales poco a 
poco fueron adoptados por los Estados en sus constituciones, quedando así sentados los 
derechos y garantías mínimas que posee el ser humano como límites constitucionales al 
derecho de castigar del Estado. Instrumentos que fueron recogidos por los pensadores 
ecuatorianos.  
 
Llegándose a determinar la necesidad de pena como principio, donde finalmente, 
se encuentra la postura de varios pensadores que sostienen que la necesidad de pena es 
un principio material que opera tanto en la fundamentación como en la limitación y la 
exclusión de todos los elementos del delito, al igual que en la de otros requisitos de la 
pena no referidos al hecho, sin conformar una categoría sistemática autónoma.  
 
Postura que en gran medida tiene como fundamento el “sistema garantista del derecho 
penal” de Ferrajoli, conformado por los 10 axiomas de los que se deducen los principios 












A 1. Nulla poena sine 
crimine. 
1. Principio de retributividad. 
A 2. Nullum crimen sine 
lege. 
2. Principio de legalidad. 
A 3. Nulla lex (poenalis) 
sine necessitate. 
3. Principio de necesidad o de economía 






A 4. Nulla necesitas sine 
iniuria. 
4. Principio de lesividad. 
A 5. Nulla iniuria sine 
actione. 
5. Principio de materialidad o de 
exterioridad de la acción. 
A 6. Nulla actio sine 
culpa. 




A 7. Nulla culpa sine 
iudicio. 
7. Principio de jurisdiccionalidad. 
A 8. Nullum iudicium 
sine accusatione. 
8. Principio acusatorio o de la 
separación entre juez y acusación. 
A 9. Nulla accusatio sine 
probatione. 
9. Principio de la carga de la prueba. 
A 10. Nulla probatio sine 
defensione. 
10. Principio del contradictorio, o de la 
defensa. 
Cuadro No. 2 realizado por el investigador sobre las axiomas del sistema garantista de 
Luigi Ferrajoli. 
 
Del mismo modo que toda pena debe tener una finalidad concreta, nuestra 
Constitución establece también la proporcionalidad o dosimetría de las penas, es así 
que: El Art. 76 numeral 6 de la Constitución de la República señala entre las reglas del 
debido proceso “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes 
garantías básicas: …6. La ley establecerá la debida proporcional entre las infracciones 
y las sanciones penales, administrativas y de otra naturaleza”. 
 
En este principio de proporcionalidad se presupone la ponderación de bienes 
jurídicos constitucionales y este sopesa miento asume la forma de un juicio de 
proporcionalidad de los medios, como principio para la delimitación y concretización de 
los derechos constitucionales, la proporcionalidad exhibe una naturaleza diferenciada, o 
sea, que admite una diversa libertad de configuración legislativa dependiendo de la 
materia. Así, por ejemplo en el ejercicio de la reserva legal establecida para la 
reglamentación de los derechos constitucionales, y que está señalado en el Art. 132 
numeral 2 de nuestra Constitución de la República, solo la restricción excesiva e 
imprevisible de los mismos implica la ilegitimidad del medio escogido para la 
realización de los fines constitucionales; así en términos generales, entre mayor sea la 
intensidad de la restricción a la libertad, mayor será la urgencia y la necesidad exigidas 




Principio que se encuentra establecido en varios Tratados Internacionales, entre lo 
que tenemos los siguientes: 
 Art. 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
 Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Individuales del año 1950; 
 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, del año 1955; 
 Declaración sobre la protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanas o degradantes del año de 1975; 
 Código de Conducta para Funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, del año 
1979; 
 Principios de Ética Médica, aplicables a la función del personal de salud en la 
protección de las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas 
o degradantes de 1982; y, 
 La Octava Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América. 
  
Al respecto el maestro José García Falconi al tratar sobre este tema en su obra el 
principio de proporcionalidad, nos indica: “Hay que señalar que mediante el principio 
de proporcionalidad, se introducen las categorías de la antijuridicidad y la 
culpabilidad en el derecho constitucional, de tal modo que la responsabilidad de los 
particulares, para su existencia requiere de un daño efectivo a los bienes jurídicos 
protegidos y no meramente una intensión que se juzga lesiva; o sea que solo la 
protección de bienes jurídicos realmente amenazados justifican la restricción de otros 
derechos y libertades, cuya protección igualmente ordena la Constitución”. (García, 
2012, pág. 124)  
  
Por otra parte, la aplicación y ejecución de la pena consagrada en la ley penal debe 
hacerse de acuerdo con el grado de culpabilidad del sujeto participante. Por lo tanto el 
principio de proporcionalidad, es necesariamente individual y el castigo impuesto debe 
causar simetría con el comportamiento ya la culpabilidad sujeto al que se imputa; y es 
así que el Art. 306 del Código de Procedimiento Penal en su parte pertinente señala que 
el Tribunal de Garantías Penales al elaborar la sentencia debe incluir una motivación 
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completa y suficiente, y la regulación de la pena respectiva en caso que se hubiera 
declarado la culpabilidad del procesado; igualmente el Art. 312 en su parte pertinente 
señala que la sentencia que declare la culpabilidad “(…) determinará con precisión el 
delito por el cual se condena y la pena que se impone…”.  
  
Es por ello que el principio de proporcionalidad, es la herramienta de ponderación 
entre las facultades de investigación y persecución de los órganos del sistema penal y 
los derechos constitucionales atenuantes a las personas objeto de la acción de este 
sistema; o sea que el principio de proporcionalidad, es el equilibrio que debe 
mantenerse entre el derecho a castigar que tiene el Estado y los derechos de las 
personas, de tal manera que ambas partes queden en igualdad de condiciones, para 
mantener un balance equitativo entre el poder punitivo del Estado y los derechos de las 
personas; porque toda persona a quien se le atribuye la comisión de un hecho punible, 
tiene derecho a ser tratada, con el respeto debido a la dignidad inherente del ser 
humano. 
  
Es así que surge la pregunta ¿Qué es la dosimetría penal?, al respecto como 
referencia encontré que la Corte Constitucional de Colombia ha señalado que: “… la 
dosimetría de penas y sanciones es un asunto librado a la definición legal y cuya 
relevancia constitucional es manifiesta únicamente cuando el legislador incurre en un 
exceso punitivo del tipo proscrito por la Constitución, pero aclara que el carácter 
social del Estado de Derecho, es el respeto a la persona humana, a su realidad y 
autonomía, principios medulares del ordenamiento constitucional, que se sirven mejor 
con leyes que encarnen una visión no disociada del principio de proporcionalidad y de 
subsidiariedad de la pena, de modo que ésta solo se consagre cuando sea estrictamente 
necesario…”; de tal manera que la dosimetría de las penas es un asunto librado a la 
definición legal, pero corresponde a los Juzgadores es decir los jueces velar para que en 
el uso de la discrecionalidad legislativa, se respeten los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, además el principio de igualdad está consagrado en el Art. 11 
numeral 2 de la Constitución de la República y de este principio, se derivan los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad que justifican la diversidad de trato, pero 
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atendiendo a las circunstancias concretas al caso, o sea que el juicio exige evaluar la 
relación existente entre los fines perseguidos y los medios utilizados para alcanzarlos. 
 
2.3 Aplicabilidad de la pena como sanción a un delito 
 
Partiendo que una sentencia, es la resolución que emite el Juez que conoce de la 
causa, sobre el asunto que se está litigando. La sentencia está estructurada por tres 
partes: expositiva, considerativa y resolutiva. A partir de la sentencia penal condenatoria 
inicia una nueva etapa, es decir, el cumplimiento de la pena que fuera impuesta 
legítimamente por el Estado. El condenado, ahora, por el hecho de no haber cumplido 
con una de las cláusulas del contrato social imaginario, perderá una parcela de su 
derecho de libertad. Por ello la sanción penal se impone luego de un juicio, con todas 
las exigencias formales propias de un proceso. 
 
Recordando fueron numerosos los intentos de encontrar un lugar adecuado, 
especialmente que cumpliese con las funciones de utilidad que se asignan a las penas de 
privación de libertad, destacándose, entre ellos, la rehabilitación del condenado, 
habilitándolo para volver a la vida en la sociedad. Las prisiones han evolucionado a lo 
largo de los años. De hecho, no existe una evolución rectilínea, es decir, un avance 
continuo. Inicialmente, la prisión no tenía la finalidad de cumplir un papel principal de 
condena para aquél que había violado la norma, como consecuencia de haberse 
realizado una determinada infracción penal.  
 
La prisión del acusado era considerada como una custodia de naturaleza 
cautelar, tan sólo procesal. Generalmente se reducía a un periodo de espera de la 
decisión que decidiera su responsabilidad penal, bien fuera una condena a una pena de 
muerte, o a una pena corporal. En este último caso, poco después de aplicarse, sería 
puesto en libertad. 
 
Las prisiones, como lugar de aplicación efectiva de la pena, estaban destinadas a 
los monjes, como un lugar de recogimiento con el fin de cumplir una penitencia, ligada 
a un acto religioso. De ahí el término de penitenciaría, utilizado para designar, en la 
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actualidad, los lugares donde las personas cumplen sus penas, las mismas que han sido 
impuestas por una autoridad competente que normalmente es un Juez.  
 
2.4 El delito de transito  
 
Primeramente antes de referirme al concepto de delitos de tránsito, en primer 
término conozcamos que debemos entender por infracción de manera general; al 
respecto el tratadista Guillermo Cabanellas en su obra referente al Diccionario Jurídico 
considera: “Infracción es trasgresión, quebrantamiento, violación, incumplimiento de 
una Ley, pacto o tratado. Denominación genérica de todo lo punible, sea delito o falta” 
(Cabanellas, 1998, pag. 205).  
 
En materia de tránsito la definición de infracción que trae la Ley de Tránsito es 
más completa por cuanto se refiere a actos u omisiones; el artículo 106 de la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial dispone: “Son infracciones 
de tránsito las acciones u omisiones, que pudiendo y debiendo ser previstas pero no 
queridas por el causante, se verifican por negligencia, imprudencia, impericia o por 
inobservancia de las leyes, reglamentos, resoluciones y demás regulaciones de 
tránsito”.  
 
De conformidad con la definición de la Ley el bien jurídico tutelado en materia 
de tránsito es la integridad anatómica y fisiológica de la persona, y la seguridad vial. 
Nuestra legislación determina que la materia de tránsito es parte del Derecho Penal, es 
por eso que para referirnos a una infracción de tránsito se debe decir que estamos frente 
a una infracción penal de tránsito, es más para sustanciar un juicio en lo que a delitos de 
tránsito se refiere, no existe en la Ley de la materia un procedimiento propio a seguir y 
tenemos que recurrir al Código de Procedimiento Penal, como norma supletoria, atento 
a la disposición general vigésima primera de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial, que dispone que en todo lo que no se encuentre previsto en la 
presente ley, se aplicarán como normas supletorias las disposiciones del Código Penal, 




El artículo 107 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial dispone: “Las infracciones de tránsito se dividen en delitos y contravenciones”. 
Esta clasificación es tomada del Código Penal, que igualmente clasifica a la infracción 
penal en delitos y contravenciones.  
 
Los delitos de tránsito están tipificados en la Ley de la materia desde el artículo 
126 hasta el artículo 135, inclusive.  Dentro de este articulado existe una gran variedad 
de delitos que pueden ser cometidos por conductores de vehículos o por peatones que 
hacen uso de las vías, y su conducta ilegal, o el acto jurídico imputable se verifica por 
acción u omisión del actor.  
 
A continuación procedo a trascribir para una mejor ilustración los artículos 
indicados de la ley de la materia: “Capítulo IV DE LOS DELITOS DE TRÁNSITO: 
 
Art. 126.- (Reformado por el Art. 56 de la Ley s/n, R.O. 415, 29-III-2011).- 
Quien conduciendo un vehículo en estado de embriaguez, o bajo los efectos de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas, ocasionare un accidente de tránsito del que 
resultaren muertas una o más personas será sancionado con reclusión mayor ordinaria 
de ocho a doce años, revocatoria definitiva de la licencia para conducir vehículos a 
motor y multa equivalente a treinta (30) remuneraciones básicas unificadas del 
trabajador en general. 
 
En el caso del transporte público, a más de la sanción establecida en el párrafo 
anterior, será responsable solidariamente por los daños civiles la operadora de 
transporte y el propietario del vehículo. En este caso se retirará el cupo del vehículo 
accidentado y la operadora será sancionada con hasta 60 días de suspensión de su 
permiso de operación, y de conformidad con la Ley. 
 
Art. 126.1.- (Agregado por el Art. 57 de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-2011).- 
Será sancionado con prisión de cuatro a cinco años quien conduzca un vehículo en 
estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, y 
que ocasionare un accidente de tránsito del que resulten una o más personas lesionadas 
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con incapacidad laboral superior a noventa días. 
  
Art. 127.- (Reformado por el Art. 58 de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-2011).- 
Será sancionado con, prisión de tres a cinco años, suspensión de la licencia de 
conducir por igual tiempo y multa de veinte (20) remuneraciones básicas unificadas del 
trabajador en general, quien ocasione un accidente de tránsito del que resulte la 





d) Exceso de velocidad; 
e) Conocimiento de las malas condiciones mecánicas del vehículo; 
f) Inobservancia de la presente Ley y su Reglamento, regulaciones técnicas u órdenes 
legítimas de las autoridades o agentes de tránsito. 
 
En el caso de que el vehículo que ocasionó el accidente preste un servicio 
público de transporte, será solidariamente responsable de los daños civiles, la 
operadora de transporte y el propietario del vehículo. En el caso de negligencia 
declarada por la autoridad competente, se retirará el cupo del vehículo accidentado y 
se los sancionará de conformidad con la Ley. 
  
Art. 128.- (Reformado por el Art. 59 de la Ley s/n, R.O. 415, 29-III-2011).- El 
contratista y/o ejecutor de una obra que por negligencia o falta de previsión del peligro 
o riesgo en la ejecución de obras en la vía pública, ocasione un accidente de tránsito 
del que resulten muerta o con lesiones graves una o más personas, será sancionado con 
prisión de tres a cinco años, multa de veinte (20) remuneraciones básicas unificadas 
del trabajador en general, y el resarcimiento económico por las pérdidas producidas 
por el accidente. 
 
Si las obras hubieren sido ejecutadas mediante administración directa por una 
institución del sector público, la sanción en materia civil se aplicará directamente a la 
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institución, y en cuanto a la responsabilidad penal se aplicarán las penas señaladas en 
el inciso anterior al funcionario responsable directo de la obras. 
 
De verificarse por parte de las autoridades de tránsito que existe falta de 
previsión del peligro o riesgo durante la ejecución de obras en la vía pública, dicha 
obra será suspendida hasta subsanar la falta de previsión mencionada, sancionándose 
a la persona natural o jurídica responsable hasta por 20 remuneraciones básicas 
unificadas. 
  
Art. 129.- (Reformado por el Art. innumerado de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-
2011).- Será sancionado con prisión de uno a tres años, suspensión de la licencia de 
conducir por igual tiempo, multa de quince (15) remuneraciones básicas unificadas del 
trabajador en general, quien ocasione un accidente de tránsito del que resulte la 
muerte de una o más personas, y en el que se verifique que la circunstancia del 
accidente se debió a cansancio, sueño o malas condiciones físicas del conductor, con 
sujeción a los parámetros específicos establecidos en el Reglamento a esta Ley. 
 
La misma multa se impondrá al empleador que hubiere exigido o permitido al 
conductor trabajar en dichas condiciones, en el caso del transporte público además se 
suspenderá la operación de la compañía por el plazo de hasta 60 días. 
  
Art. 130.- (Sustituido por el Art. 60 de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-2011).- 
Quien condujere un vehículo a motor con licencia de conducir suspendida temporal o 
definitivamente, y causare una infracción de tránsito será sancionado con el máximo de 
la pena correspondiente a la infracción cometida. 
  
Art. 131.- (Reformado por el Art. 61 de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-2011).- 
Quien causare un accidente de tránsito del que resulte herida o lesionada alguna 
persona, produciéndole enfermedad o incapacidad física para efectuar sus tareas 
habituales, que sea menor de treinta días, y, ocasione además daños materiales cuyo 
costo de reparación sea superior a seis remuneraciones básicas unificadas del 
trabajador en general e inferior a seis; será sancionado con multa de tres 
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remuneraciones básicas unificadas del trabajador en general, y la pérdida de 9 puntos 
en su licencia.  
 
En caso de reincidencia se lo sancionará con quince días de prisión, y la 
pérdida de los puntos señalados en el inciso anterior. Cuando se tratare del servicio 
público, el propietario del vehículo será responsable solidario por los daños civiles. 
  
Art. 132.- (Sustituido por el Art. 62 de la Ley s/n, R.O. 415, 29-III-2011).- 
Cuando por efecto de un accidente de tránsito resulten solamente daños materiales a 
terceros cuyo costo de reparación sea mayor a dos (2) remuneraciones y no exceda de 
seis (6) remuneraciones básicas unificadas del trabajador en general, el responsable 
será sancionado con multa de dos (2) remuneraciones básicas unificadas del 
trabajador en general, y reducción de seis (6) puntos en su licencia de conducir; sin 




En caso de reincidencia se lo sancionará con el doble de la multa pecuniaria y 
la pérdida de doce (12) puntos. 
 
Si como consecuencia del accidente de tránsito se causan solamente daños 
materiales a terceros cuyo costo de reparación excedan las seis remuneraciones 
básicas unificadas, el responsable será sancionado con el doble de la multa establecida 
en el primer inciso; y, reducción de nueve (9) puntos en su licencia de conducir. 
 
En cualquier caso el propietario del vehículo será solidariamente responsable 
de los daños civiles. 
 Art. 133.- Quien sin estar legalmente autorizado para conducir vehículos a 
motor, o haciendo uso de una licencia de conducir de categoría y clase inferior a la 
necesaria según las características del vehículo, conduzca un vehículo e incurra en 
cualquiera de las circunstancias señaladas en los artículos anteriores, será reprimido 




Art. 134.- Cuando el responsable del accidente no sea el conductor de un 
vehículo sino el peatón, pasajero, controlador u otra persona, éste será reprimido con 
las penas previstas en los artículos anteriores, rebajadas de un tercio a la mitad, según 
las circunstancias del delito, a excepción de la pérdida de puntos que se aplica en 
forma exclusiva a los conductores infractores. 
  
Art. 135.- Quien ocasione un accidente de tránsito con un vehículo sustraído, 
será reprimido con el máximo de las penas establecidas para la infracción cometida, 
aumentadas en la mitad, sin perjuicio de la acción penal a que haya lugar por la 
sustracción del automotor. 
  
Art. 135.1.- (Agregado por el Art. innumerado de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-
2011).- Será sancionado con prisión de 6 meses a un año, suspensión de la licencia de 
conducir por el mismo plazo, multa de tres a cinco salarios básicos unificados del 
trabajador en general, quien conduzca un vehículo de transporte público Internacional, 
Intraregional, Interprovincial, Intraprovincial con exceso de pasajeros. Será 
responsable solidariamente el propietario del vehículo y la operadora a la cual 
pertenece, la misma que será sancionada con la suspensión de hasta 60 días de sus 
permiso de operación sin perjuicio de las demás sanciones previstas en la ley. 
  
Art. 135.2.- (Agregado por el Art. innumerado de la Ley s/n, R.O. 415-S, 29-III-
2011).- Será sancionado con prisión de 6 meses a un año, suspensión de la licencia de 
conducir por el mismo plazo, multa de tres a cinco salarios básicos unificados del 
trabajador en general, quien conduzca un vehículo de transporte público y/o comercial, 
con llantas lisas o daños mecánicos previsibles. Será responsable solidariamente el 
propietario del vehículo y la operadora a la cual pertenece, la misma que será 
sancionada con la suspensión de hasta 60 días de su permiso de operación sin perjuicio 
de las demás sanciones previstas en la ley…” 
 
De acuerdo al sistema oral en el cual se ventilan los procesos judiciales en todas 
las materias, según la Constitución de la República del Ecuador es necesario determinar 
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y conocer en donde se ubica y como se desarrolla la acción penal de tránsito en lo 
atinente a los delitos, al efecto nos remitimos a la norma supletoria, el Código Adjetivo 
Penal. El artículo 32 del Código de Procedimiento Penal reformado dispone: “La acción 
penal es de dos clases: Pública y privada”.  
  
La acción para perseguir los delitos de tránsito es pública de instancia oficial, y 
el ejercicio corresponde exclusivamente al Fiscal; así lo dispone el artículo 108, inciso 
segundo de la Ley Orgánica de de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial; sin 
embargo con las reformas al Código de Procedimiento Penal debería suprimirse en la 
Ley de Tránsito la frase “de instancia oficial”, para estar acorde con las reformas; 
personalmente considero que esta clasificación de la acción penal es más precisa.  
 
El doctor Jorge E. Alvarado considera en su Manual de Tránsito y Transporte 
Terrestre que delito de Tránsito: “Es un acontecimiento imprevisible consecuencia de la 
negligencia, imprudencia, impericia o por inobservancia de las leyes, reglamentos o de 
órdenes legítimas de las autoridades y agentes de tránsito a cargo de su control y 
vigilancia, por parte del conductor o chofer del mismo”(Alvarado, 2005, pág. 98) .  
 
La doctrina nos enseña que los delitos de tránsito se producen por tres factores 
principales: factor humano, factor mecánico y factor vial.  
 
El Factor humano es el factor principal y que más provoca infracciones de 
tránsito, por cuanto el conductor no toma las medidas de seguridad necesarias, 
tendientes a evitar un accidente de tránsito, como por ejemplo estar siempre atento en la 
conducción y manejar a la defensiva; actuar con responsabilidad frente al volante, no 
distraerse nunca; conducir con las dos manos en el volante; guardar la distancia 
reglamentaria frente a la presencia de otro vehículo; no rebasar en curva; no conducir a 
exceso de velocidad, es decir no superar los límites de velocidad determinados en las 
señales de tránsito dispuestas a lo largo de las vías; estas son obligaciones y 
responsabilidades de los conductores, de acuerdo al artículo 240 del Reglamento 
General de Aplicación a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre Tránsito y Seguridad 
Vial que dispone que en todo momento los conductores de vehículos son responsables 
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absolutos de la conducción de los mismos.  
 
Para el autor Dr. Jesús Gómez Toapanta considera en su obra Todo sobre 
tránsito que: “El desconocimiento de las normas y el mal comportamiento de los 
usuarios viales es uno de los principales problemas que afectan a la seguridad en la 
conducción de vehículos” (Gómez, 2007, pág. 11); aspecto con el que concuerdo en 
razón que el conductor de un vehículo incide en la seguridad de acuerdo a su forma de 
actuar ante las diversas situaciones del tránsito; a manera de ejemplo cito algunos 
delitos que contempla la Ley de Tránsito y que se producen por el factor humano. 
 
El tratadista Guillermo Cabanellas manifiesta que la infracción culposa, es: “la 
acción, y según algunos también la, omisión, en que concurre culpa (imprudencia, 
negligencia) y que está penado por la Ley. El autor, aún obrando sin malicia o dolo, 
produce un resultado ilícito que lesiona la persona, los bienes o derechos de otros 
(Cabanellas, 2005, pág. 208). 
 
Esta definición es muy clara y engloba todos los aspectos o requisitos que 
confluyen en la comisión de un ilícito culposo por parte del agente que lo provoca, sin 
que exista la intención siquiera de causar algún daño, pero que sin embargo se 
desarrolla por falta de cuidado, precaución, que deriva en negligencia e imprudencia y 
que el actor es sujeto de reproche del Estado por la conducta irregular realizada, que 
está prevista y prohibida por la Ley.  
 
La importancia del fenómeno de la circulación de vehículos automotores hace 
que la comunidad humana en general analice, discuta, sugiera y comente los problemas  
inherentes a esta órbita. El tránsito terrestre automotor ha aportado grandes beneficios 
para el desarrollo del Estado, pero a la vez ha sido fuente de daño a las personas y a la 
propiedad, ya sea por la deficiente construcción y mantenimiento de las vías, o por falta 
de renovación en forma oportuna de los vehículos que lleva largo tiempo siendo 
utilizados; y, principalmente por culpa de los conductores que con frecuencia incurren 
en actos de imprudencia, negligencia, e impericia, o en la violación de las leyes, 




Efectivamente los usuarios de las vías públicas no se limitan con su conducta 
irregular a consumar los ilícitos de tránsito sancionados por la Ley, sino que con 
frecuencia y por causa de comportamientos culposos, ocasionan accidentes de tránsito 
que ciegan la vida o afectan gravemente la integridad física de las personas.  
 
Todos los ecuatorianos debemos estar conscientes del alcance de la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial  en que todos los 
conductores y peatones tenemos que ajustarnos, sin excepción de ninguna naturaleza, 
partiendo de la premisa que la Ley es general y por lo tanto debe ser acogida por todos 
los ecuatorianos de manera obligatoria.  
 
En el ámbito legal el artículo 14, inciso final del Código Penal  dispone: Art. 
14.- “Elementos de conciencia y voluntad en infracciones dolosas y culposas.- La 
infracción es dolosa o culposa. La infracción es culposa cuando el acontecimiento, 
pudiendo ser previsto pero no querido por el agente, se verifica por causa de 
negligencia, imprudencia, impericia, o inobservancia de la Ley, reglamento u órdenes”.  
La norma jurídica penal citada está plenamente adecuada a la materia de tránsito 
y respecto a la infracción culposa nuestra Ley de Tránsito se refiere a los delitos y 
contravenciones en los mismos términos, es decir que se verifican por las cusas de culpa 
señaladas.   
 
El tratadista Efraín Torres Chávez, expresa en su obra antes indicada que, “en el 
delito culposo no hay el elemento voluntario del mal, sino la falta necesaria y obligante 
de la previsión racional” (torres, 1998, pág. 46). 
  
El artículo 108, inciso primero de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial dispone que las infracciones de tránsito son: culposas y 
conllevan la obligación civil y solidaria de pagar costas, daños y perjuicios por parte de 
los responsables de la infracción.  
 
Tanto los delitos como las contravenciones de tránsito son de carácter culposo, ya que 
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en ningún momento el conductor de un vehículo sale a la calle con el fin de atropellar a 
una persona o de impactarse con otro automotor, lo que sucede es que los conductores 
no toman las medidas de seguridad necesarias tendientes a evitar este tipo de 
infracciones, no son lo suficientemente responsables cuando se encuentran frente a un 
volante; y por lo general conducen los vehículos a exceso de velocidad, sin los 
cinturones de seguridad, hablan por el celular mientras conducen, y una serie de 
aspectos negativos que hacen que se ocasionen una gran cantidad de infracciones en 
todo el país en general.  
 
Sin embargo existen algunos tratadistas que manifiestan que el conducir un 
vehículo en estado de embriaguez no debe ser considerado como infracción culposa, 
sino dolosa, en razón que estas personas sabiendo que se encuentran en dicho estado 
conducen los automotores, y tienen pleno cocimiento del peligro que esto significa, pero 
que pese a ello deciden conducir con las consecuencias conocidas y que en muchas 
ocasiones son fatales para el propio conductor o para seres inocentes que son víctimas 
de estos irresponsables del volante, a quienes les ocasionan la muerte o les provocan 
lesiones que les marcan toda su vida.  
 
La doctora Beatriz Romero Flores sostiene en su libro “La Imputación Objetiva 
de Delitos Imprudentes”, que los requisitos de la conducta culposa son los siguientes:  
“1.- Una acción u omisión voluntaria de la que esté ausente todo dolo directo o 
eventual.  
2.- Un elemento subjetivo consistente en el desprecio a las racionales 
consecuencias nocivas de la acción u omisión, siempre previsibles, prevenibles y 
evitables, y que distinguen la culpa consciente de la culpa inconsciente según que el 
peligro que entraña la conducta hayan sido efectivamente previsible o hubiere debido 
serlo.  
3.- El elemento normativo, constituido por la infracción del deber objetivo de 
cuidado que se integra no solo por la respuesta exigible al hombre consciente y 
prudente, sino también por las reglas que impone la experiencia común, gran parte de 
las cuales forman parte de las normas reglamentarias que rigen la vida de la sociedad 
y en cuyo escrupuloso atendimiento cifra la comunidad la conjuración del peligro, 
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hallándose en la violación de tales principios o normas sociales o legales, la raíz del 
elemento de la anti juridicidad detectable en las conductas culposas o imprudentes.  
4.- La causación de un daño.  
5.-La relación de causalidad entre la acción u omisión descuidado e 
inobservante de las mencionadas normas, y el daño sobrevenido” (Romero, 2001, pág 
274).  
 
En síntesis la infracción culposa supone un resultado lesivo y previsible y un 
vacío de mayor o menor envergadura, en el respeto y observancia del deber de cuidado 
que el ordenamiento legal y reglas que impone la convivencia de las personas que 
forman el grupo humano exigen cuando se desarrolla una actividad peligrosa 
susceptible de ocasionar daños a los demás.  
 
La experiencia ha determinado que la actividad de conducir un vehículo es 
sumamente peligrosa, si no se ejercita con toda precaución, atención y observancia de 
las reglas que la prudencia y el ordenamiento legal exigen. Esta experiencia común, esa 
normativa legal y la propia vida en sociedad hacen que hasta el más iletrado de los 
miembros de la comunidad sea consciente del riesgo que tal actividad supone. Esta 
incuestionable realidad es la que impone al conductor de un vehículo la insoslayable 
exigencia de cuidado como el más elemental y primario de los deberes que deben 
observar quien, por el mero hecho de la conducción está generando un grave peligro.  
 
EL DOLO.- Cuando se trata de estudiar al dolo, surge dificultad al no encontrar 
unidad de criterios, tanto por la variedad de escuelas, de teorías en que se ha tratado de 
cimentar, como por la ubicación que se le da al dolo en la estructuración de sus 
elementos; ya como parte del tipo subjetivo, como lo estudian los finalistas, o como 
especie de la culpabilidad o elemento del juicio de reproche que es la ubicación que le 
da la escuela causalista o tradicional.  
 
El tratadista Alfonso Zambrano Pasquel, respecto al dolo en su manual de 
derecho penal lo considera, “es el conocimiento de los elementos objetivos del tipo, y la 
voluntad de concreción, o al menos la aceptación de que se produzca el resultado como 
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consecuencia de la actividad voluntaria” (Zambrano, 1998, pág 58).  
 
El dolo entonces es la intención positiva de irrogar daño; es la voluntad de 
ejecutar un acto jurídico por acción u omisión, que la Ley contempla como delito, con la 
previsión del resultado querido que se deriva de la propia acción y de la intención de 
producirlo.  
Este elemento subjetivo surge cuando una representación mental ha impreso en 
la voluntad aquella actitud especial que le hace converger a la obtención de un fin 
determinado, o sea cuando se convierte en intención; este fin inmediato es el evento que 
integra el delito.  
 
Por todo lo expuesto se colige que el dolo no es aplicable a las infracciones de 
tránsito; los conductores de vehículos no circulan por la vía pública con el fin de 
cometer un ilícito; en el supuesto no consentido este acto jurídico sale de la materia de 
tránsito e ingresa al campo penal.   
 
 
LA CULPA.- En términos generales la culpa representa la voluntad de la sola 
acción u omisión con la cual el agente ocasiona un evento de daño o de peligro, sin 
querer o tener intención de producirlo.  
 
En la culpa se habla de conducta voluntaria no porque todo el proceso síquico 
esté colmado del momento volitivo, sino porque en la culpa hay ausencia de intención 
criminosa. La culpa en materia de tránsito representa la conducta de una persona que no 
es cuidadosa, y que por lo tanto no cumple con las obligaciones que le impone la Ley de 
Tránsito.  
 
El doctor Efraín Torres Chávez en otra de sus obras “Ley de Tránsito y 
Transporte con sus Reformas”, considera: “Las infracciones de tránsito, son 
típicamente culposas. La doctrina universal las ha puesto como ejemplos más 
completos y perfectos de lo que debe entenderse por delitos culposos, en donde no hay 
ni la conciencia ni la voluntad de lograr un resultado malo, perverso o cruel, pero hay 
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daño o dolor causados por conductas que pudieren ser evitadas si es que la previsión, 
el interés, la prudencia, el buen juicio, hubieren estado presentes” (Torres, 1999, p;ag. 
63).  
 
A manera de ejemplo citamos a un individuo que conduce un vehículo a exceso 
de velocidad, produce un accidente de tránsito del que resulta la muerte de una persona; 
el sujeto tiene pleno conocimiento de los límites de velocidad que debe respetar en la 
ciudad o en carretera, sin embargo conduce a exceso de velocidad y al producir un 
accidente de tránsito debe ser juzgado por un delito culposo, por su imprudencia, así lo 
dispone la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial.  
 
El artículo 106 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial, dispone: Art. 106.-“Son infracciones de tránsito las acciones u omisiones, que 
pudiendo y debiendo ser previstas pero no queridas por el causante, se verifican por 
negligencia, imprudencia, impericia o por inobservancia de las leyes, reglamentos, 
resoluciones y demás regulaciones de tránsito”  
 
Nuestra legislación en materia de tránsito recoge entonces cuatro formas de 
culpa fundamentales, las cuales conllevan a la comisión de infracciones de tránsito por 
parte de los sujetos participantes; generalmente en la práctica los involucrados son los 
conductores de vehículos y en muy pocas ocasiones los peatones, a saber: Negligencia, 
Imprudencia, Impericia e Inobservancia de la Ley, Reglamento y más disposiciones de 
tránsito; siendo las tres primeras las más importantes, sin descartar obviamente aquellos 
actos de desobediencia que en muchos casos son reiterados, y que provienen de 
personas con renombre, que gozan de poder y dinero, que piensan que no puede hacerse 
nada contra ellos, pero no olvidemos que la Ley es para todos y no tiene excepciones de 
ninguna naturaleza; y a los Jueces de Tránsito no les debe temblar la mano para 
sancionar y juzgar a los infractores, sea quien sea y venga de donde venga, solo así 








EL JUICIO POR UN ACCIDENTE DE TRANSITO 
 
3.1 El juicio por un accidente en el Ecuador 
 
El juzgamiento consiste en deliberar y sentenciar una causa, por parte del que 
tiene autoridad para ello. El juzgamiento de los delitos de tránsito, corresponde en 
forma privativa a los Jueces de Tránsito dentro de sus respectivas jurisdicciones 
territoriales, o a quienes hagan sus veces, y a las demás instancias determinadas en el 
Código Orgánico de la Función Judicial (Art. 147 LOTTTSV) 
 
De ahí que debemos resaltar lo siguiente: a) Para que exista juzgamiento se 
requiere que exista un presunto delito de tránsito, b) Debe ser juzgado por autoridad con 
jurisdicción y competencia para el efecto: y c) constituyen medios de prueba la 
información emitida y registrada por los dispositivos de control de tránsito y transporte 
debidamente calibrados (Art. 149 LOTTTSV).  
 
El proceso de juicio de transito es el trámite tendiente a obtener un 
reconocimiento judicial que disponga el pago de los daños y perjuicios y demás 
indemnizaciones a favor de la víctima de un accidentes de tránsito (Ver anexo No. 1).  
 
Para iniciar el proceso de juicio de transito se requiere que haya existido 
previamente un accidente de tránsito es decir choque, atropello, estrellamiento, entre 
otros, la noticia criminis es decir la noticia del accidente se le informa al señor Fiscal de 
la unidad de delitos de tránsito, mediante un parte policial realizado por un agente de 
tránsito, en virtud del cual la fiscalía inicia las investigaciones para obtener los 
elementos de convicción necesarios para establecer si se trata de un delito o 
contravención, entre estos elementos parte policía, técnicos mecánicos e informe de 
reconocimiento de las víctimas, una vez con estos elementos solicita día y hora para la 




Realizada la audiencia de formulación de cargos se inicia el juicio de tránsito y 
la instrucción fiscal que tiene una duración de 45 días conforme lo dispone el Art. 165 
de la ley de la materia,  lapso de tiempo donde el fiscal reuniera todos los demás 
elementos para fundamentar su dictamen fiscal que puede ser acusatorio o absolutorio. 
Una vez concluido este plazo  el fiscal solicita día y hora para la audiencia de 
presentación del dictamen fiscal, si este es abstentivo se procede al archivo de la causa y 
si este es acusatorio el Juez debe señalar día y hora para la audiencia oral y pública de 
de prueba y juzgamiento, donde se deberán a cabo la presentación de pruebas, testigos, 
testimonios de los peritos, análisis de los informes recabados por la fiscalía, alegatos, e 
incluso del análisis de las indemnizaciones de daños y perjuicios, una vez finalizado la 
audiencia el juez debe sentenciar en el mismo acto atendiendo a la prueba actuada,  
debiendo emitir su pronunciamiento oralmente, y comunicar dentro de los 3 días 
siguientes a las partes procesales su sentencia por escrito y debidamente motivada.  
 
Igualmente es importante indicar que el deplorable servicio de la administración 
de justicia no ha cambiado pese a las últimas reformas introducidas en la Ley de tránsito 
del 29 de marzo del 2011, peor aun últimamente se ha agudizado por la gran cantidad de 
accidentes de tránsito que se presentan en las vías ecuatorianas, no existe la celeridad 
que amerita la atención a las necesidades de las víctimas de los accidentes; es 
preocupante la espera en señalar una fecha para que el causante e infractor de la 
accidente de tránsito  deba pagar o indemnizar al afectado, debido a la gran cantidad de 
causas que cada día se aumentan, pese a la inclinación jurídica de la oralidad, el 
resultado no se observa en la expedición de sentencias en forma oportuna; el problema 
de las víctimas de los accidentes de tránsito siempre ha estado presente en todas las 
sociedades, si bien es cierto que este grupo se encuentra en el más absoluto abandono y 
no se le da la importancia que tiene en el ámbito político y social de nuestro país. 
 
3.2 Las penas aplicables a los delitos de transito  
 
La vigente Ley Orgánica de Transporte terrestre, Tránsito y Seguridad Vial 
(LEY ORGÁNICA DE TRANSPORTE TERRESTRE, TRÁNSITO Y SEGURIDAD 
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VIAL),  dentro del Capítulo III DE LAS PENAS Y SU MODIFICACIÓN en su artículo 
Art. 123 se indica: “Las penas aplicables a los delitos y contravenciones de tránsito son:   
a) Reclusión;  
b) Prisión;  
c) Multa;  
d) Revocatoria, suspensión temporal o definitiva de la licencia o autorización para 
conducir vehículos;  
e) Reducción de puntos;  
f) Trabajos comunitarios.”  
 
Por lo que se establece que en los procesos penales por delitos de tránsito,  una 
vez realizado todo el procedimiento del juicio correspondiente, al emitir una sentencia 
condenatoria, el juez de tránsito de acuerdo a la justificación de la necesidad de la pena, 
debe considerar si existen elementos suficientes para determinar que la pena privativa 
de la libertad en ese caso es o no necesaria, por lo puede ser demostrado, por las 
circunstancias de la infracción (no se fugó, ayudo a la víctimas, etc..); y la personalidad 
del procesado (por ejemplo ser padre de varios hijos, ser  el sustento de su hogar), haber 
justificado atenuantes  y en la audiencia de juzgamiento no se haya opuesto a la misma 
ni a la pena impuesta,  justificar ser una persona honorable entre otros, hechos que 
deben ser considerados por el Juez para aplicar la pena de trabajos comunitarios.  
 
3.2.1 La prisión 
 
Como se ha indicado que la pena de prisión viene tras el cometimiento de una  
infracción, según lo previsto por el Art. 10 del Código Penal ecuatoriano. Por lo que la 
palabra pena hay que tomarla desde el punto de vista de la responsabilidad penal. 
 
A las penas privativas de libertad, se las denomina de esta manera cuando es la 
pena emitida por el Juez como consecuencia de un proceso penal y que consiste en 
quitarle al acusado, procesado o reo su efectiva libertad personal ambulatoria es decir en 
otras palabras, su libertad para desplazarse de un lugar a otro o por donde desee, fijando 
que para el cumplimiento de esta pena el sentenciado quede recluido dentro de un 
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establecimiento especial para tal fin, llamado comúnmente cárcel o penitenciaría, 
aunque cada ordenamiento jurídico de cada país le da un nombre en concreto así se los 
denomina: correccional, establecimiento penitenciario, centro de reclusión, centro de 
detención entre otros. 
 
Por lo tanto la pena privativa de libertad, tal como su nombre lo indica, consiste 
en privar de libertad de tránsito al individuo sentenciado; se diferencia de la "prisión 
preventiva" porque la pena privativa es resultado de una sentencia ejecutoriada y no de 
una medida transitoria como sucede con aquélla.  
 
Asimismo se diferencia de las denominadas "penas limitativas de derechos" en 
que la pena privativa no permite al sentenciado conservar su libertad ambulatoria 
mientras la "pena limitativa de derechos" por cuanto ésta no afecta en modo alguno la 
libertad del reo para desplazarse y solamente impone la obligación de realizar ciertos 
actos como por ejemplo, prestar servicios de trabajos comunitarios a la comunidad o el 
impedimento de ejecutar otros actos como por ejemplo ejercicio de una profesión o 
vivir en determinado lugar 
 
Pese a que viene a ser una concreción de la pena privativa de derechos, la 
doctrina la sitúa en un campo aparte debido a su importancia. Es la sanción penal más 
común y drástica en los ordenamientos occidentales (a excepción de la pena de muerte, 
de escasa extensión). Supone la privación de la libertad del sujeto, y dependiendo del 
grado de tal privación 
 
3.3 La pena de trabajos comunitarios  
 
La pena de prestación de trabajos comunitarios es considerado como de servicios 
a la comunidad, donde es aquel por el cual el sentenciado tiene que prestar servicios 
comunitarios, como por ejemplo, limpiar calles, jardines, registrar datos de archiveros, 
ayudar en hospitales y asilos de ancianos,, entre otros…. Todos servicios públicos que 





La pena de trabajos comunitarios es una prestación de servicios a la comunidad, 
en este sentido es una sanción que puede perfectamente adaptarse o utilizarse como un 
sistema de gestión ciudadana e incluso empresarial, es decir, de producción directa de 
generación de riqueza, productividad, rentabilidad, entre otros. Porque el servicio, por 
ejemplo, limpiar las calles de la ciudad, o los jardines públicos tiene un costo que 
asumen las instituciones públicas, y por ende, nosotros con nuestros los ciudadanos 
ecuatorianos a través del pago de los impuestos y tributos; por lo tanto, que un infractor 
de la ley penal en este trabajo investigativo de la ley de tránsito, sea sancionado con la 
pena de trabajos comunitarios mediante la prestación de servicios a la comunidad,  
genera inmediatamente una mano de obra no sólo barata, sino gratis, por decirlo de 
alguna forma. Además no genera ninguna compensación, y puede prestarse como se 
prestan los servicios voluntarios o de apoyo desinteresados. Son estas las razones por 
las cuales se debe reformar la ley de tránsito y su reglamento para volver a insertar las 
normas correspondientes para la aplicación efectiva de este tipo de sanción penal, 
puesto que no sólo trataría de regenerar al infractor a través de la conciencia social, sino 
que generaría prestación de servicios que irían en beneficio de la sociedad, y se estaría 
cumpliendo con el mandato constitucional de la proporcionalidad de la pena y las penas 
alternativas a la privación de la libertad de las personas sentenciadas.  
 
Las medidas alternativas a la pena privativa de libertad  establecida 
constitucionalmente y especialmente, la pena de trabajos comunitarios se sustentan, 
básicamente, en los principios de proporcionalidad y ultima ratio de las penas 
(aplicación subsidiaria). Su existencia y justificación radica en el uso de la prisión como 
último recurso, esto es, solamente cuando la gravedad de la afectación al bien jurídico 
así lo requiera o cuando no exista otra pena leve que se pueda imponer. En principio, 
sólo podrá imponerse una pena privativa de libertad cuando se hallen en juego los 
bienes jurídicos más preciados e importantes para la convivencia del ser humano. 
 
En la actualidad, existen documentos internacionales tales como: las Reglas 
Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de Libertad o Reglas 
de Tokio, aprobado por la Asamblea General de la O.N.U. en su resolución 45/110, de 
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14 de diciembre de 1990 que respaldan y promueven la aplicación de sustitutivos a la 
prisión. Así, en este documento se recomienda a los Estados miembros la introducción 
de medidas no privativas de libertad en sus respectivos ordenamientos jurídicos, 
conforme al principio de mínima intervención. Precisa, asimismo, que su  finalidad es 
reducir la aplicación de las penas de prisión.  
 
Ya son varios los autores que apuntan que la pena de privación de libertad 
(cárcel) no cumple la función que teóricamente debería cumplir (prevención especial) o 
sea la resocialización y reinserción del individuo a la sociedad, opacándose ésta última 
con los intereses de la sociedad, los políticos y las políticas criminales, a un concepto 
arcaico y antiguo de represión y control al recluso.  
 
Así tenemos al maestro Muñoz Conde, que nos plantea el problema insoluble 
entre prevención general y especial; las cuatro tesis de Roxin con respecto a la pena y 
sus contras, donde ambos penalistas apuntan a la pena como recurso que debería ser de 
última rattio, y al maestro Eugenio Raul Zaffaroni que de manera cruda nos dice lo que 
realmente es una cárcel cuando nos indica: “La cárcel siempre va a estar allí, debido a 
que el delito también siempre va a estar presente en la sociedad, ya sea por la 
inadaptabilidad de las personas, la falta de políticas sociales, la pobreza o la codicia 
de las personas...” (Zafarroni, 2008, pág. 125)  
 
Pero, con las ideas constitucionalista y humanistas de hoy en día, y la luchas 
hacia una humanización del Derecho Penal, ¿porque se tendría que criminalizar más si 
ya se sabe qué hace la cárcel realmente?. Es por ello, que la cárcel al no cumplir con una 
función humanizadora sino deshumanizante debe reducirse a lo que se llama la última 
rattio, ¿porque? Desde el punto de vista de Roxin, solo se debe aplicar la pena privativa 
de libertad a casos realmente graves como lo son los delitos capitales, y no se debería 
aplicar a dicha a delitos menores, porque: Las penas privativas de libertad son además 
un medio particularmente problemático en la lucha contra la criminalidad, puesto que 
más que soluciones a dicho problemas, ofrece contradicciones: ¿cómo se puede educar a 
alguien alejándolo de la sociedad o dándole condiciones de vida distintas a las que solía 
tener, alejándolo de su núcleo familiar y de amistad, reuniéndose con potenciales 
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delincuentes al interior de un centro de reclusión y con una calidad de vida 
infrahumana?  
 
La prevención es más efectiva que la pena, y no una prevención desde la cárcel, 
sino más bien una prevención predelictual que implica medios de política social (dar 
condiciones de vida necesarios), policiacos (un control policial en la calle más que en 
una oficina, donde la policía debería ser más un medio de servicio que ofrezca al pueblo 
protección y ayuda), legislativos (regulación jurídica) y técnicos (fortaleciendo a la 
seguridad individual y garantizando la paz social).  
  
Que tan desalentador  suena lo que realmente es la cárcel según Zaffaroni y 
que es cierto: Zaffaroni enseña que “si bien el poder punitivo utiliza múltiples 
limitaciones a la libertad ambulatoria, la más grave de ellas es la que tiene lugar 
cuando somete a una persona a una institución total, en cuyo ámbito cerrado realiza la 
totalidad o la parte más importante de su actividad cotidiana (pernoctación, 
alimentación, trabajo, estudio, recreación, etc.). Esta forma punitiva de institución total 
es la prisión, caracterizada también como institución de secuestro”.  
 
Zaffaroni también indica: “… ante el fracaso de las ideologías de la 
resocialización resulta que en la realidad la prisión se convierte en un mero local de 
depósito de seres humanos deteriorados … se trata de una tendencia genocida que, en 
definitiva, se afilia a la prevención especial negativa, es decir a la idea de prisión como 
pena de muerte eventual (suicidio, enfermedad, etc.) o como pena neutralizadora por 
morbilidad o deterioro psicofísico…”. (Zafarroni, 2008, pág. 128) Hechos que pueden 
cambiar con la implementación de la pena de trabajos comunitarios. 
 
3.4 Que son los trabajos comunitarios  
 
Por lo que se debe considerar que las penas de trabajo comunitario para el doctor 
Guillermo Cabanellas en su Diccionario Jurídico lo define como: “La pena de 
prestación de servicios a la comunidad es aquel por el cual el sentenciado tiene que 
prestar servicios comunitarios, como por ejemplo, limpiar calles, jardines, registrar 
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datos de archiveros, etc. Todos servicios públicos que no requieren mayor 
especialización, y que cualquier individuo puede ejecutar” (Cabanellas, 2007, pág. 115) 
 
En cambio para la enciclopedia Wikipedia trabajo comunitario es, considerado 
como: “un servicio comunitario, donde es un servicio donado, o actividad que es hecha 
por alguien o por un grupo de personas para beneficio del público o sus instituciones” 
(Tomado de la página Web  http://es.wikipedia.org/wiki/Wikipedia)   
 
El ex – Reglamento de aplicación de la LEY ORGÁNICA DE TRANSPORTE 
TERRESTRE, TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL que estuvo vigente hasta el 25 de 
junio del 2012 en su 235 textualmente decía: “Es la sanción impuesta a quien comete un 
delito sancionado con prisión o una contravención leve de tercera clase.  El trabajo 
comunitario se cumplirá prestando servicios como: actividades, tareas especiales 
inherentes al tránsito sin remuneración o beneficio alguno, en instituciones públicas o 
privadas situadas, en lo posible, en el sector en donde se domicilia la persona 
sancionada”. 
 
3.5 Aplicación, imposición, ejecución y condiciones de los trabajos comunitarios en 
tránsito  
Entre las principales características de la pena de trabajos comunitarios que 
como se ha indicado es una prestación de servicios a la comunidad, encontramos: la 
aplicación de la pena luego de una sentencia ejecutoriada, la imposición gradual de la 
pena de trabajos comunitaria donde existe la gratuidad de la labor desempeñada, la 
ejecución de la misma mediante lugares idóneos para la prestación del trabajo, y entre 
las condiciones están los límites de la pena, así como la duración de las jornadas de 
trabajo y días de ejecución. 
Este aspecto constituye requisitos imprescindibles ya que la pena de trabajos 
comunitarios que son a favor de la comunidad, se realiza siempre respetando el derecho 
a la libertad de toda persona. Así, tanto los autores como la doctrina comparada han 
considerado como otro requisito indispensable el consentimiento del condenado, para la 
ejecución de la pena de trabajos comunitarios. Esto, a efectos de eliminar cualquier 
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indicio que permita colegir que esta pena contraviene lo dispuesto en los Convenios de 
la OIT respecto al trabajo forzado, ya que cabe resaltar, que obviamente, ninguna 
persona, optaría por preferir una pena privativa de libertad a una de pena de trabajos 
comunitarios de servicios a la comunidad. Es evidente, que la entidad de los derechos 
que se encuentran en juego, son completamente distintos. El derecho a la libertad 
personal es uno mucho más valioso e importante que el derecho a la libertad de trabajo. 
Además como se ha indicado anteriormente las modernas tendencias penales, 
que desconfían cada vez más de la eficacia de las penas privativas de la libertad, al 
menos para los casos menos graves, y que tampoco son partidarias de las multas, 
proclaman la necesidad de que los regímenes penales prevean otras penas de carácter 
alternativo, que impliquen una carga para el condenado pero que no tengan los aspectos 
negativos característicos de las otras penas, pero si debe estar determinado previamente 
en una norma legal como seria la aplicación, imposición, ejecución y condiciones de los 
trabajos comunitarios 
 
Por ello cuando ya esté impuesta la pena de trabajo comunitario estará sujeta a las 
siguientes condiciones: 
 
 La sanción se graduará, impondrá y cumplirá siempre por horas de trabajo 
comunitario que se deberá prestar; 
 El sentenciado podrá solicitar con la autoridad competente (Juez de Tránsito) un 
plan de días y horas en que cumplirá la pena impuesta, así como el lugar donde las 
va a realizar;  
 El cumplimiento de la pena de trabajo comunitario deberá realizarse sólo durante el 
día, no pudiendo superar bajo ningún concepto el de 8 horas diarias de trabajo 
comunitario; pero también se puede realizar en forma parcial.  
 Al aplicar la sanción, la autoridad competente deberá procurar afectar lo menos 
posible la situación y condiciones laborales y el sostenimiento familiar de la persona 
sancionada, para lo cual podrá hacer cumplir la sanción los días sábados, domingos, 
y/o feriados; 
 En caso de realizar el trabajo comunitario en una Institución Pública, el 
representante legal de dicho establecimiento en la que el sentenciado cumpla el 
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trabajo comunitario deberá informar, con la periodicidad que fije el Juez 
competente, el cumplimiento de la pena y la conducta observada por el infractor. 
 En el caso de incumplimiento del trabajo comunitario en los plazos, días y horarios 
establecidos, el Juez ordenará la suspensión de la licencia hasta que el infractor 
cumpla con la sanción o que se cumpla con la pena previamente establecida, de 
manera obligatoria, es decir la parte proporcional que le faltare por cumplir de la 
pena impuesta la misma que será con pena privativa de libertad.  
 Para el caso de los delitos de Tránsito sancionados con prisión se entenderá una 
pena máxima de trabajos comunitarios de 480 horas por cada año de pena, y 
mensual de 40 horas. 
 Los trabajos Comunitarios para las contravenciones de tránsito sancionados será el 
total de máximo de veinte horas. 
 Los trabajos comunitarios en todo momento serán controlados por los agentes de 
tránsito quienes informarán por escrito al juez competente del cumplimiento 
correcto. 
 En el presente caso el incumplimiento de trabajo comunitario en los plazos, horas y 
horarios establecidos, el Juez revocará la orden de libertad hasta que el infractor 
cumpla con la pena establecida, en la parte proporcional que le faltare por cumplir la 
pena impuesta  
 Para el caso de la capacitación de los infractores que se acojan al trabajo 
comunitario, la capacitación dentro del Centro Carcelario, será ejecutada por la 
Agencia Nacional de Tránsito o los Agencias Municipales de tránsito que hayan 
asumido estas funciones. 
  
Por consiguiente el Juez de Tránsito deberá emitir su sentencia en la parte resolutiva 
establecido la pena privativa de libertad, y determinado que esta serán cumplida con la 
pena de trabajos comunitarios, debiendo emitirse una resolución en su parte resolutiva, 
por ello me permito como ejemplo agregar un extracto de una sentencia emitida en el 
Juzgado Tercero de Tránsito de Pichincha dentro de un juicio penal de tránsito que 
textualmente dice: “…ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO 
SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS 
LEYES DE LA REPUBLICA, se declara la CULPABILIDAD DEL señor *****,  
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ecuatoriano, mayor de edad,  con Cédula de Ciudadanía No. ****,  Como autor  y 
responsable del delito de tránsito tipificado en el Art. 127, literal c y f de la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, en concordancia con el 
Art. 202 y 204 del Reglamento para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial vigente al momento del accidente; Art. 120 de la 
Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, literal b) e inciso 
final (40%);  Art. 29 del Código Penal, numerales 6 y 7 debiendo la misma que 
reducida en un terció (30 %) conforme lo dispone el inciso segundo del Art. 124 de la 
Ley Orgánica reformada de Transporte Terrestre (publicada en el Registro Oficial No. 
415 de 29 de Marzo del 2011) por ser lo más favorable al reo, acorde a lo dispuesto en 
el Art. 76 numeral 5  de la Constitución de la República del Ecuador, en cuanto a que  
en caso de duda  sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido 
más favorable a la persona infractora, en concordancia también  con  el Art. 9 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos que dice: “… Si con posterioridad a 
la comisión de un delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el 
delincuente se beneficiará de ello”, y con el Art. 4 del Código Penal, que dispone en el 
mismo sentido, se le impone la pena de TRES años de prisión, atenuada en virtud de los 
artículos antes indicadas reducida en 40 % y 30 % respectivamente conforme lo 
dispone el inciso final del Art. 120 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
corresponde a una pena atenuada de DOCE (12) MESES,  donde se debe considerar 
los días que cumplió de prisión preventiva entre el 12 de febrero del 2010 hasta el 5 de 
marzo del 2010, teniendo 21 días que descontarse, quedando la pena por cumplir de 
ONCE MESES CON 9 DÍAS (339 DÍAS), por lo que habiendo justificado atenuantes (y 
en base al criterio y antecedentes de esta autoridad emitidos en procesos anteriores 
cuando la pena impuesta no sobrepasa el un año) SE LE IMPONE LA PENA 
MODIFICADA DE TRABAJO COMUNITARIO DE CUATROCIENTOS CINCUENTA 
HORAS (450 Horas) mismas que los cumplirá conforme el Art. 235 y siguientes del 
Reglamento General de la   LOTTTSV que se encontraba vigente al momento del 
accidente ya que en el actual ya no indica sobre trabajo comunitarios; aclarando que 
de no cumplir el trabajo comunitario o cumplirlo de manera parcial,  deberá cumplir 
pena de prisión correccional en la proporción que faltare conforme el Reglamento 
General antes indicado y que se encontraba vigente al momento del accidente. Se le 
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impone la pena de multa modificada en el mismo sentido ya que lo accesorio (multa) 
sigue a lo principal (pena) de seis remuneraciones básicas unificas del trabajador en 
general, correspondientes a MIL NOVECIENTOS OCHO DÓLARES 
NORTEAMERICANOS (RUMT año 2013 USD 318,00 x 6 = 1908,00), esto también en 
aplicación de los Art. 120 y 124 de la LOTTTSV;  valor que deberá ser cancelado 
durante el plazo estipulado para los trabajos comunitarios  de conformidad a lo que 
dispone la parte final del Art. 312 del Código de Procedimiento Penal. No se dispone la 
suspensión de la licencia de conducir del señor ***, para que pueda pagar la multa 
impuesta, al ser una forma de movilizarse dentro de un profesión por su derecho al 
trabajo que dispone la Constitución de la República en su Art. 33, norma 
constitucional.- Sin daños y perjuicios ni honorarios que regular en virtud del acuerdo 
reparatorio que obra dentro del proceso por lo que no se puede cumplir con lo que 
dispone el Art. 175 de la Ley de la materia.- LÉASE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE…” 
Donde se puede observar la imposición de la pena de trabajos comunitarios, dentro de 
un juicio penal de tránsito con sentencia condenatoria.  
  
3.6 La necesidad del restablecimiento de la pena de trabajos comunitario en tránsito  
 
Como se puede apreciar dentro de la clasificación de las penas establecidas en el 
Art. 123 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, se 
encuentra una de vital y renovadora importancia, la pena de trabajos comunitarios, que 
encaja perfectamente en el principio constitucional que tiene por objeto la reeducación, 
rehabilitación y reincorporación del penado o sentenciado a la sociedad; puesto que su 
modalidad y aplicación permiten sancionar al infractor sin desequilibrar su estabilidad 
social y familiar, y a la misma vez hacer efectivo todo el sistema jurídico, para no dejar 
impune las infracciones de tránsito especialmente los delitos, desarrollando a la vez la 
sanción un bienestar, como retribución del sentenciado a la sociedad que ha violentado, 
puesto que la pena de trabajos comunitarios, incluso pueden consistir en trabajos o 
prestación de servicios a la comunidad gratuitos que realiza el condenado en centros 





Por ello que es importante y necesario aplicar en los procesos condenatorios la 
pena de trabajos comunitarios y dar una oportuna administración de justicia en los caso 
de los delitos de tránsito, respetando la normativa y principios constitucionales de la 
proporcionalidad de la pena y aplicación de penas alternativas, así como la norma legal 
que permite este tipo de sanción. 
 
Con esta pena de trabajos comunitarios se persigue evitar algunos de los 
inconvenientes de las penas privativas de libertad, y de modo especial el que implica la 
separación del sentenciado de la sociedad, haciéndosele partícipe al mismo tiempo de 
los intereses públicos al tener que cooperar en actividades que tienen ese carácter. 
Considerando también que como se ha indicado los delitos de transito son de carácter 
culposos mas no dolosos es decir no existe la intención de causar daño, es por ello la 
necesidad del restablecimiento de la pena de trabajos comunitario en la materia de 
tránsito.  
 
Además, que con esta pena de trabajos comunitarios no sólo se evita la 
segregación del sentenciado, sino que se estimula en él la solidaridad con los demás 
mediante una serie de ocupaciones, fundamentalmente en el campo de la asistencia 
social, al colaborar en casas asistenciales, hospitales, orfanatos, hospicios entre otros. 
 
En mi parecer la pena de trabajos comunitarios en los delitos de tránsito tiene 
una finalidad preventivo-especial, principalmente. En este sentido, se busca la 
reinserción del sentenciado mediante la realización de labores en beneficio de la 
comunidad. Dentro de este marco, el trabajo constituye un medio rehabilitador en sí 
mismo.  
 
Creo firmemente la necesidad del restablecimiento de la pena de trabajos 
comunitario en la materia de tránsito, es por ansiado fin resocializador, que se busca con 
toda pena,  que asume criterios preventivos especiales, ve en la pena de trabajos 
comunitarios la vía más idónea, ya que el sentenciado desarrolla labores de interés 
social en libertad (sin perjudicar por tanto su vida cotidiana), que le permite, a su vez 
afianzar sus sentimientos de solidaridad y recapacitar respecto de su actuar negligente, 
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imprudente, sin la observancia a la ley de tránsito que provoco un accidente de tránsito 
y su posterior juicio (más aun cuando la labor impuesta tiene relación directa con el bien 
jurídico lesionado por el sentenciado). Por lo que cabrá esperar una eficacia superior, 
cuando mayor sea el contrapeso, por decirlo de alguna manera, que el trabajo a 
desarrollar tenga que ver con el tipo de delito cometido, como ejemplo se podría 
considerar la prestación de un trabajo comunitario en hospitales o asistenciales para los 
autores de accidentes de tránsito culposos que normalmente cuando hay lesionados o 
heridos va en contra de la integridad física. 
 
De otro lado, respecto a la aplicación de la pena privativa de libertad, la pena de 
prestación de trabajos comunitarios (como el resto de medidas alternativas a prisión) 
tiene por finalidad reducir el uso de la cárcel, esto es, hacer uso de la prisión (conforme 
a criterios de proporcionalidad y subsidiariedad) sólo en última ratio. Esto quiere decir, 
que sólo deberá recurrirse a la pena privativa de libertad cuando se trate de los delitos 
más graves, es decir, de aquellos delitos que afecten los bienes jurídicos más 
importantes en un Estado social y que sean de carácter doloso mas no culposo como son 
los delitos de tránsito. 
 
3.7 El incumplimiento de la pena de trabajos comunitarios en transito  
 
En el caso de incumplimiento de la pena impuesta de trabajos comunitarios en 
los plazos, días y horarios establecidos previamente, el Juez de tránsito, ordenará la 
suspensión de la licencia hasta que el infractor cumpla con la sanción o que se cumpla 
con la pena previamente establecida, de manera obligatoria, es decir la parte 
proporcional que le faltare por cumplir de la pena impuesta la misma que será con pena 
privativa de libertad.  
 
Por ello en el caso del incumplimiento de trabajo comunitario en los plazos, 
horas y horarios establecidos, el Juez revocará la orden de libertad hasta que el infractor 





Por consiguiente el Juez de Tránsito deberá emitir un auto resolutorio en la parte 
pertinente establecerá el incumplimiento realizado en la pena de trabajos comunitarios, 
debiendo emitirse en tal sentido la resolución en su parte resolutiva, por ello me permito 
como ejemplo agregar un extracto de una auto emitida en el Juzgado Tercero de 
Tránsito de Pichincha dentro de un juicio penal de tránsito que textualmente dice: 
“…VISTOS.- Atenta la razón sentada por el señor secretario titular de este juzgado de 
fecha 20 de julio del 2012 donde se determina que el señor **** no ha cumplido con 
las horas comunitarias impuestas, además que de  la revisión del proceso se le había 
notificado mediante providencia del 5 de julio del 2012 de las 08h39 que se había 
dispuesto que el mencionado señor, sentenciado en esta causa, deberá realizar su 
trabajo comunitario de lunes a viernes fuera de su horario de trabajo en este juzgado 
ampliado, el mismo que no se estaba cumpliendo, por lo que bajo prevenciones legales 
procédase inmediatamente a cumplir con el horario solicitado y trabajo comunitario 
impuesto, en caso de no acatar esta disposición judicial, se dejara sin efecto el trabajo 
comunitario ordenado y se dispondrá el cumplimiento de la pena de prisión en la parte 
proporcional que falte. Y en lo principal por ser reincidente en su no comparecencia a 
cumplir el trabajo comunitario, SE DEJA SIN EFECTO LA ORDEN DE TRABAJOS 
COMUNITARIOS de conformidad con lo que establece el Art. 236 inciso sexto del 
anterior Reglamento que estuvo vigente al momento del accidente, por lo que deberá 
cumplir con la pena previamente establecida de MANERA OBLIGATORIA en el tiempo 
proporcional que falta que corresponde a UN MESES CON DIEZ Y SEIS (16) DIAS 
que los deberá cumplir en el Centro de Rehabilitación de Varones de la ciudad de 
Quito, y se ordena la inmediata captura del señor *** con cedula de ciudadanía No. 
***, a fin de que cumpla la pena impuesta por esta Autoridad, para lo cual ofíciese en 



















3.1 Modalidad de Investigación 
 
Los métodos a utilizarse y emplearse dentro de la investigación serán: el 
inductivo, el deductivo denominado método lógico o  científico; el cual me permitirá a 
partir de una observación de campo sobre la realidad actual de la imposición de la pena 
de trabajos comunitarios en los delito de tránsito dentro del sistema jurídico de nuestro 
país, realizar un análisis, estudio e investigación del problema para alcanzar los 
conocimientos necesarios para llegar a comprender, cuestionar y encontrar sus 
principales problemáticas y posibles soluciones si se llegare a implementar una posible 
reforma sobre la pena de trabajos comunitarios en los delitos de tránsito en el Ecuador.  
 
Método Inductivo.- Debido al carácter de la Investigación se utilizará el método 
inductivo, que para la autora Ruth Aguilar indica que con el fin de llegar a: 
“conclusiones generales, a partir de la observación de fenómenos particulares ya que 
es aquel que hace posible el paso de los hechos singulares a los principios generales, es 
decir que su proceso de razonamiento va de lo particular a lo general” (Aguilar 2010, 
pág. 101).   
 
En tales condiciones el método inductivo es aquel que establece proposiciones 
de carácter general inferidas de la observación y el estudio analítico de hechos y 
fenómenos particulares, su aplicación permite establecer conclusiones generales 
derivadas precisamente de la observación sistemática y periódica de los hechos que 
ocurren en torno al objeto en cuestión, con el fin de descubrir relaciones constantes 
derivadas del análisis y, en base a ellas establecer la pregunta de la investigación que de  
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comprobarse, adquirirán el rango de reforma a la ley de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial sobre el procedimiento de la aplicación de la pena de trabajos 
comunitarios en los delitos de tránsito. 
 
Método Deductivo.- Es un tipo de razonamiento y método de investigación por 
el cual se procede lógicamente de lo “universal a lo particular, es un método de 
razonamiento inverso a la inducción” (Aguilar 2010, pág. 105). Entre sus funciones está 
la de hallar el principio desconocido de un hecho o fenómeno conocido y descubrir el 
efecto a través del análisis y la síntesis.  
 
Con relación a los métodos particulares que se van a utilizar en la realización de 
esta tesis estos han sido tomados en cuenta en base a la información obtenida a través de 
los libros “La investigación científica en derecho” del Dr.  Jorge Armando Yépez Tapia  
y  “Metodología de la Investigación Científica” de la Licenciada Aguilar Ruth Feijoo 
donde se encuentran explicados los las nociones básicas de los métodos que a 
continuación expongo para la realización del trabajo investigativo:  
 
Método Histórico Lógico.- Es un método de investigación donde: “surge la 
necesidad de ampliar el conocimiento adquirido en las investigaciones primerazas y 
realizar un estudio histórico y jurídico  de la problemática o área del tema a 
investigarse, haciendo un análisis crítico para extraer los aspectos positivos y 
negativos que nos puedan servir en el esclarecimiento y antecedentes de la 
problemática, los criterios y doctrinas, retrospectivas expresadas en el tiempo” (Yépez 
2009, pag. 92)  
  
Método Exegético.- Según el Dr. Yépez Tapia:”consiste en la interpretación y 
explicación literal de la norma; se explica el contenido, se expone el sentido y se 
determina el alcance de la letra de la ley y las expresiones que la originan en la forma 
como el legislador la elaboró, tratando de desentrañar la intención y voluntad del 
autos, su autenticidad e intencionalidad para su aplicación por parte del juez o la 




Método Analítico.- Este método de investigación consiste en la descomposición 
y separación de las partes de un todo, para llegar a un conocimiento detallado y 
profundo de las partes de un objeto para identificar las relaciones comunes y 
particulares de las componentes de un todo.  
 
Método Sintético.- Gracias a este método podemos establecer la composición 
de un todo por la unión de sus partes a través del análisis. La síntesis completa al 
análisis y forma con la una unidad indisoluble del ser y del pensamiento.  
 
El investigador  realiza la recomposición mental de los elementos dispersos por 
el análisis, para una vez unificados obtener los aspectos científicos más importantes que 
posibilitarán la elaboración de las conclusiones y recomendaciones de la investigación 
sobre la penalización de la mala práctica médica. 
 
3.2 Tipos de Investigación 
 
La presente investigación se encuadra en el ámbito jurídico y consecuentemente 
en el ámbito de las ciencias sociales por lo que tiene el carácter de cuali-cuantitativa, lo 
cual implica que la metodología y técnicas a emplearse serán tanto  cualitativas como 
cuantitativas, con predominio de los aspectos cualitativos.   
 
3.3 Población y muestra de la investigación 
 
La población de la investigación está conformada por varios administradores de 
justicia tales como jueces, fiscales, defensores públicos especializados en la materia de 
tránsito, así como los Abogados y choferes profesionales que desarrollan sus 
actividades legales y profesionales en el marco del derecho de tránsito especialmente en 
las Instituciones referente a la administración de justicia, tales como Función Judicial, 
Fiscalía, Defensoría Pública entre otros.  
 
Por ello la muestra para este trabajo investigativo estará constituida por Juezas y jueces 
de tránsito, fiscales de la unidad de tránsito, defensores públicos dedicados a la 
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flagrancia de tránsito, abogados especializados en materia de tránsito independientes, y 
choferes profesionales. Para definir el tamaño de la muestra se ha utilizado el método 
probabilístico y aplicado la fórmula estadística para poblaciones menores a 100,000.  
 
 
n =        (p . q )  z 
2 
 .     N                             
  (E.E)
2 
(N – 1) + (p.q) z2 
 
 
Dónde: n  Es el tamaño de la muestra que se va a tomar en cuenta para el trabajo de 
campo. Es la variable que se desea determinar.  
 
P y q  Representan la probabilidad de la población de estar o no incluidas en la 
muestra. De acuerdo a la doctrina, cuando no se conoce esta probabilidad 
por estudios estadísticos, se asume que p y q tienen el valor de 0.5 cada uno.  
 
Z  Representa las unidades de desviación estándar que en la curva normal 
definen una probabilidad de error= 0.05, lo que equivale a un intervalo de 
confianza del 95 % en la estimación de la muestra, por tanto el valor Z = 
1.96  
 
N  El total de la población. Este caso 20 personas considerando a aquellas 
personas que tienen elementos para responder por los temas de la 
investigación a realizar.  
 
EE  Representa el error estándar de la estimación, de acuerdo a la doctrina, debe 
ser 0.09 o menos. En este caso se ha tomado 0.09  
 
Sustituyendo: 
n = (0.5 x 0.5 x (1.96)2 x 20) / (((0.09)2 x 19) + (0.5 x 0.5 x (1.96)2))  
 




ESTRATIFICACIÓN DE LA MUESTRA DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
 
PARTICIPANTES  CANT. % 
JUECES DE TRÁNSITO 14  46.67  
FISCALES Y DEFENSORES PÚBLICOS DE LA 

















Cuadro No. 3 realizado por el investigador 
 




Dimensión  Indicador  No. / 
It   
Tec/ Ins 
Actualmente no es  
posible imponer, 
aplicar y ejecutar 
la pena de trabajos 
comunitarios en 
los delitos de 
transito donde se 


















Juicio de tránsito 
 
Condena y Pena  
 













Guión    
Variable  
Independiente 
Dimensión  Indicador  No. / 
It   
Tec/ Ins 
Proyecto de 
reforma legal  para 
el restablecimiento 
de la pena de 
trabajos 
comunitarios en 























Guión    
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Juicio de tránsito 
 
Condena y Pena  






Cuadro No. 4.- Realizado por el investigador 
 
3.5 Métodos, Técnicas e Instrumentos de la Investigación 
 
Se emplearan las técnicas de investigación, las referidas a la encuesta como su 
instrumento el cuestionario se empleará para recoger información a la totalidad de las 
integrantes de la muestra establecida en la presente investigación. 
 
Igualmente a través del libro  “La investigación científica en derecho” del Dr. 
Jorge Armando Yépez Tapia, he logrado determinado correctamente las técnicas que 
necesitare para la realización del informe de la investigación de la tesis que del mismo 
modo  a continuación expongo:  
 
Las técnicas a utilizarse serán: la investigación,  la recolección de información y 
el fichaje bibliográfico y nemotécnico, en complemento de encuestas y entrevistas a los 
funcionarios encargados de los órganos de control y  juzgamiento  de esta problemática, 
así como a varios profesionales del derecho en ejercicio profesional.     
 
Las técnicas utilizadas para la recolección, y organización de la información 
serán las siguientes: 
 
3.5.1 Técnicas documentales 
 
Son  todas  aquellas  técnicas  que  permiten  la recopilación de información. 
 
Ficha bibliográfica.- Es aquella que sirve para anotar los datos completos de los 
libros consultados en la investigación. El fichaje bibliográfico posibilita llevar con 
orden y exactitud los datos de los documentos consultados y utilizados en identificar y 
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registrar ordenadamente, en forma sistemática y física, la mayor cantidad de 
documentos escritos, gráficos, magnetofónicos y electrónicos, en lo concerniente a los 
datos formales de autores, títulos, ediciones, procedencia y contenidos o sumarios que 
servirán de consulta en esta investigación 
 
Ficha nemotécnica.- Se llama también ayuda memoria o ficha de trabajo, es una 
verdadera herramienta de trabajo intelectual de investigación, en ella podemos escribir 
todo cuanto uno lee, se estudia o se escucha, mediante su uso aprendemos a clasificar 
conceptos, juicios y razonamientos, entre otros. 
 
Ficha hemerografica.- Esta ficha la utilizaremos cuando deseamos guardar 
información, datos de alguna revista o periódicos, las medidas de esta ficha son iguales 
a las de la bibliográfica. 
 
Técnicas de campo.- Esta permite la recopilación directa de hechos y 
fenómenos que encontramos en el tema-problema  de la investigación, esto es mediante 
los sentidos del investigador para la posterior evaluación de los resultados obtenidos. 
 
Entre las más destacadas encontramos: 
 
La observación directa.- Consiste en la técnica donde generalmente el 
investigador se traslada al lugar, ya de una comunidad, un centro, una fiscalía, un 
juzgado de tránsito,  entre otros,  a convivir con ellos durante un período de tiempo 
suficiente para sacar la información requerida (Yépez 2009, pag. 92). 
 
La entrevista.- Es una técnica que permite obtener información a través del 
diálogo entre dos o más personas; el entrevistador y el entrevistado, por lo que se la 
utilizará en la medida  en que la investigación la requiera (Aguilar 2010, pág. 131). 
 
La encuesta.- Es una técnica que nos permite obtener información aplicando un 
cuestionario a las personas que tienen conocimiento sobre un tema o problema en 
particular, y se la pueda utilizar en una población determinada o por muestreo (Yépez 
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2009, pag. 98) 
 
3.6 Validez y confiabilidad de los instrumentos  
 
Los instrumentos de la investigación cuestionario y guión, serán sometidos a la 
evaluación de validez y confiabilidad por expertos en el hacer investigativo de nuestro 
medio. 
 
3.7 Técnicas de procesamiento y análisis de datos  
 
Los datos obtenidos de la investigación de campo serán sometidos a un 
procesamiento con operaciones estadísticas que nos permitan establecer los índices de 
frecuencias relacionados con los indicadores establecidos para la observación y 
medición. Finalmente, se elaboraran los cuadros y gráficos estadísticos que permitan 


























CAPÍTULO  IV 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1 investigación jurídica dentro de los juzgados de tránsito de la ciudad de Quito 
 
A través del examen técnico jurídico realizado, que se presentará en esta tesis 
me he propuesto: Analizar en profundidad la experiencia judicial surgida alrededor de la 
unión de hecho, determinando, a partir de la ley, todos los presupuestos, requisitos y 
particularidades que caracterizan las penas por delitos de tránsito en nuestro país y si 
está de acuerdo a la norma constitucional vigente que determina penas alternativas a la 
privación de libertad como es la pena de trabajos comunitarios.   
 
Las entrevistas están dirigidas a funcionarios que laboran dentro de la 
administración de justicia tal es el caso de Jueces especializados de tránsito, fiscales 
conocedores de esta materia, así como abogados y choferes profesionales de la 
Provincia de Pichincha, especialmente de la ciudad de Quito, tiene los objetivos de 
realizar el examen técnico jurídico orientado a saber su criterio jurídico sobre las 
normas o artículos de la Ley Orgánica de  Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial que trata sobre la pena de trabajos comunitarios en el Ecuador, que opinan sobre si 
se cumple con la norma constitucional de proporcionalidad de la pena.  
 
4.2 El objetivo de las encuestas  
 
Es conocer la opinión de los entrevistados acerca del funcionamiento de las 
normas que regulan las penas por delitos de tránsito en el Ecuador, la aplicación de la 
norma jurídica referente a la pena de trabajos comunitarios, así como la valoración de 
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esta ley en materia de tránsito, así como su adaptación a la norma Constitucional 
referente a las sanciones de penas alternativas a la privación de la libertad. 
 
Es evidente que la veracidad de los datos obtenidos es fundamental para valorar 
el valor jurídico de esta investigación y para permitir elaborar estrategias de actuación 
futura con el fin de modificar las normas que regulan las sanciones en los juicios de 
delitos de tránsito, las mismas que están actualmente establecidas en el Art. 123 de la 
Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, donde se encuentra 
determinada las penas de trabajos comunitarios. 
 
4.3 Metodología de examen técnico jurídico 
 
Una vez que sea formulada la entrevista, se dará seguimiento a los 
procedimientos para su valoración, para lo cual, se usará un sistema de control para 
determinar la confiabilidad del resultado. 
 
4.4 Determinación de Universo del examen técnico jurídico 
 
En el examen técnico jurídico se determinó a través de la delimitación espacial, 
que éste examen se realizará en el área de la Provincia de Pichincha  especialmente en la 
Ciudad de Quito, especialmente el denominado Palacio de Justicia que se ha trasladado 
a la Av. 10 de Agosto y Checa en el Edificio Pichincha, donde se encuentra ubicados 
los juzgados titulares y adjuntos de tránsito de Pichincha y se escogió por razón de estar 
concentrada una gran parte de los entrevistados como son los jueces de primera 
instancia especialmente los jueces de tránsito, fiscales, defensores púbicos, abogados 
especializados de tránsito y por un fácil acceso al investigador ya que radico allí. 
 
4.5 Planteamiento de la entrevista  
 
Se plantean únicamente siete preguntas en la entrevista, que entendiendo cubren 
los aspectos más significativos de las tendencias más comunes en la aplicación de las 
normas que regulaban las sanciones en los juicios de delitos de tránsito, las mismas que 
 89 
 
están actualmente establecidas en el Art. 123 de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, donde se encuentra determinada las penas de 
trabajos comunitarios; teniendo en cuenta que un número excesivo de ellas 
predispondría a los encuestados a rechazar la entrevista o a responder sin una mínima 
reflexión.  Con relación a la entrevista se seguirá los mismos parámetros.- Por otra parte 
complicaría la evaluación y análisis. (Ver formato de la entrevista en el anexo No. 2 y 
formato de encuesta en el anexo No. 3)  
4.6 Interpretación  de resultados de las encuestas 
 
Los datos obtenidos en las diversas encuestas y entrevistas realizadas en el 
examen técnico jurídico, hecha para este trabajo de tesis de grado,  son veraces, ya que 
soy el primer interesado en conocer la verdadera opinión de la sociedad ecuatoriana 
sobre este tema de  las sanciones en los juicios de delitos de tránsito, las mismas que 
están actualmente establecidas en el Art. 123 de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, donde se encuentra determinada las penas de 
trabajos comunitarios. 
 
Las preguntas realizadas son las que interesan directamente y entiendo que son 
suficientemente claras. Se podrá argüir que corresponden con la realidad de las 
sanciones en los juicios de delitos de tránsito, las mismas que están actualmente 
establecidas en el Art. 123 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial, donde se encuentra determinada las penas de trabajos comunitarios 
 
Esta investigación de campo se realizó entre el 15 de  diciembre del 2013 a  15 
de enero del 2013, obteniéndose 30  entrevistas y encuestas con todas sus respuestas 
contestadas en la Ciudad de Quito. Es importante y significativo señalar que el grupo de  
choferes profesionales (principales “usuarios” de esta ley) tiene muy pocos 
representantes en nuestra encuesta, tal y como se puede apreciar en el anexo No 4 del 
gráfico de encuestados, por motivo que muchos choferes no desean dar entrevistas por 





Esta muestra realizada entre personas conocedoras de la ley y del tema en 
cuestión como de abogados especializados en tránsito y choferes profesionales, me 
proporciona una confianza al realizar las operaciones estadísticas correspondientes del 
de 99% con un margen de error absoluto inferior a 0,11 puntos acerca de la verdadera 
opinión de la sociedad ecuatoriana sobre las preguntas planteadas, principalmente  en la 
entrevista a jueces, fiscales  y defensores públicos que conocen sobre los delitos de 
tránsito.  
 
La valoración de tres de los aspectos de mayor peso y trascendencia en la 
aplicación de la ley que regula las sanciones en los juicios de delitos de tránsito, las 
mismas que están actualmente establecidas en el Art. 123 de la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, donde se encuentra determinada las 
penas de trabajos comunitarios:  preguntas 3ª, 4ª y 5ª y 6ª - es “muy bien” a “regular” 
sin paliativos, siendo la opinión general acerca del funcionamiento de las leyes (en este 
apartado es preciso incluir el peso relativo de jueces, fiscales, defensores públicos y 
abogados, entre otros) y aplicación de este derecho a mitad de camino entre “bien” y 
“regular”. Solamente la reforma y mejorar de esta pena de trabajos comunitarios 
sobrepasa el 7  “Muy bien”  Estos resultados se los puede apreciar en el anexo No. 4 
donde se encuentra el análisis respectivo con los cuadros estadísticos de todas las 
preguntas encuestadas. 
 
Resulta muy desconcertante para los “choferes profesionales” la enorme 
diferencia de criterios que se observan en su criterio sobre las sanciones y penas 
establecidas en la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, 
donde se encuentra determinada las penas de trabajos comunitarios, dependiendo del 
órgano jurisdiccional que las emita. ¿Debería ser la Ley más “reglamentista”, es decir, 
restringir la actual discrecionalidad (sana crítica del juez si lo hace a través de una 
resolución o sentencia?. 
 
Una de las consecuencias que se derivan de la aceptación tan alta de la reformar 
a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, donde se 
encuentra determinada las penas de trabajos comunitarios, según mi interpretación, que 
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se debe tender a mejorar e incluir otros asuntos, temas y cuestiones que no están 
tomados en cuenta en la mencionada ley.   
 
 
Cuando se observe los gráficos Nº 1 al Nº 8 en el anexo No. 4 correspondientes 
se aprecian los porcentajes de encuestados que poseen opinión acerca de cada pregunta 
y como se distribuye en el rango de valoraciones. El hecho de que más del 50% de los 
preguntados tenga una opinión buena o regular buena del funcionamiento de las leyes y 
más del 65 % de la aplicación de esta Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial, donde se encuentra determinada las penas de trabajos comunitarios, 
siendo los que se inclinan por la calificación “buena” cercana a dos tercio, debería hacer 
reflexionar a asambleístas y jueces. Y que esta reflexión debería ser urgente y profunda 
se desprende de los porcentajes próximos al 80 % de los encuestados que valoran buena 
o muy buena el aspecto de proponer una reforma para mejorar el contenido de esta ley. 
 
El grupo de choferes profesionales y abogados especializados de tránsito tiene 
una buena opinión de las seis primeras cuestiones y muy favorable de la reforma de esta 
sanción o pena de trabajos comunitario donde determinan que debe reformarse para que 
se vuelva a implementar totalmente en todas las infracciones de tránsito y no solo en los 
delitos sino también en las contravenciones. 
 
Como se puede advertir, en este trabajo de campo se abordan los aspectos más 
importantes que presentan actualmente esta institución y sus consecuencias en el seno 
de las normas  que determinan la pena de trabajos comunitarios. Se agrega un 
exhaustivo análisis de la configuración que esta forma alternativa de pena diferente a la 
pena de privación de libertad, tiene hoy por hoy en el ordenamiento penal ecuatoriano y 
especialmente en la materia de tránsito.  
 
4.7 VERIFICACIÓN DE HIPÓTESIS  
 




Como he podido demostrar existe un vacío referente en la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial y su reglamento de aplicación, para el 
restablecimiento de la pena de trabajos comunitarios en los juicios por delitos de 
tránsito, existiendo una necesidad social que debe ser urgentemente atendida, y que 
tiene una posible solución de cambio que facilitaría cumplir  con los principios de la 
proporcionalidad de la pena o de la aplicación  de las penas alternativas, establecidos en 
la Constitución de la República.  
 
Consecuentemente, si existe una relación inversamente proporcional entre el 
aumento de las penas, la eliminación de la ejecución de la pena de trabajos comunitarios 
y la reducción de los accidentes de tránsito, conforme se ha demostrado con la 
investigación jurídica de campo llevada a cabo con encuestas y entrevistas a  los Jueces, 
Fiscales, Defensores públicos, abogados especialistas en tránsito, chóferes y ciudadanía; 
obteniendo los resultados en que todos esperamos un necesario mejoramiento del 
tránsito y del transporte terrestre en el País, pero no se lograra ello en la aplicación de 
solo penas privativas de la libertad sino también en las penas alternativas como es el 
trabajo comunitario, claro siempre con condiciones establecidas en la ley.  
 
Además en el ámbito de los delitos de tránsito es menester que las personas que 
han sido sentenciadas por ser conductores de los vehículos participantes en un accidente 
de tránsito no estén privadas de su libertad al sufrir una pena impuesta, cuando dentro 
del proceso ha demostrado atenuantes, es decir hechos que le han favorecido y le han 
hecho acreedor  a una modificación de la pena impuesta, donde el Juzgador pueda 
aplicar el principio constitucional de la proporcionalidad de la pena o aplicación de 
penas alternativas, por lo que se debe procurar  que cuando exista un delito de tránsito y 
la ciudadana o el ciudadano involucrado sea sentenciado por las circunstancias fácticas 
del mismo y se ha hecho beneficiario a atenuantes, o ha justificado o realizado acuerdo 
reparatorios o procedimiento abreviados, el Juez de la causa sancione con la pena de 
trabajos comunitarios, situación que prevé la propia Ley de Tránsito pero que ahora no 
se encuentra regularizada en el Reglamento de aplicación a dicha ley  por lo que debería 
reformarse la Ley y el reglamento para propender a realizar estos trabajos que van en 




Por lo tanto se ha comprobado la hipótesis propuesta para la realización de esta 
tesis de grado, indicando que en la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial y su reglamento taxativamente,  es decir en legislación de tránsito existe 
actualmente un vacío legal referente a la imposición y ejecución de la pena de trabajos 
comunitarios, ya que en el nuevo reglamento de aplicación a ley de tránsito vigente no 
consta las condiciones para efectuar dicha sanción, no poniéndose en vigencia el 
principio Constitucional esencial de la proporcionalidad de la pena así como la 
imposición de penas alternativas a la privación de libertad y se constituya en la práctica, 





Al concluir este trabajo,  es oportuno resumirlas en algunas proposiciones para 
demostrar el método seguido, a saber: 
 
1.- Los delitos de tránsito, son involuntarios, culposos, no son dolosos es decir 
no existe el dolo o intención de causar daño. Nadie sale a sufrir un accidente, nadie sale 
a matar a una persona, nadie sale a poner en peligro la seguridad de las personas en las 
carreteras y en los espacios urbanos ya que un accidente de tránsito es considerado un 
suceso eventual o acción involuntaria. 
 
2.- La Pena de trabajos comunitarios es aquella que da una prestación de 
servicios comunitarios, además que obliga al condenado a trabajos gratuitos en 
entidades asistenciales, hospitales, escuelas, orfanatos, y otras instituciones similares u 
obras públicas en beneficio de la sociedad. 
 
3.- La finalidad de la pena de trabajos comunitarios es la de facilitar la 
reinserción del condenado, evitando la cárcel e implicando a la colectividad social en la 




4.- La única manera de que el ciudadano ecuatoriano se sienta protegido en sus 
derechos y aplicación de los principios constitucionales, cuando es sometido a un 
proceso penal de tránsito, toda vez que actualmente el Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia, es logrando la aplicación a través de la sanción 
de trabajos comunitarios cuando se haya dictado una sentencia condenatoria por un 
juicio de tránsito. 
 
5.- Existe un vacío jurídico en la Ley  Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito 
y Seguridad Vial, y su reglamento referente a la imposición y ejecución de la pena de 
trabajos comunitarios, ya que en el nuevo reglamento de aplicación a ley de transito 
vigente no consta las condiciones para efectuar dicha sanción, no poniéndose en 
vigencia el principio Constitucional esencial de la proporcionalidad de la pena y se 
constituya en la práctica, en medio de la realización de justicia. 
   
RECOMENDACIONES  
 
Al indicar las conclusiones que se ha obtenido al respecto de este tema, debo mencionar 
las siguientes recomendaciones a fin de cumplir con el cometido de la presente 
propuesta, como efecto de este obtenemos las siguientes recomendaciones:  
 
1.- Surge  la necesidad de implementar urgentemente en los procesos 
condenatorios la pena de trabajos comunitarios y dar una oportuna administración de 
justicia en los caso de los delitos de tránsito, respetando la normativa y principios 
constitucionales de la proporcionalidad de la pena y aplicación de penas alternativas, así 
como la norma legal que permite este tipo de sanción. 
 
2.- Tratar de establecer la norma reguladora de trabajos comunitarios.- Es decir 
debe estar establecida en la ley de la materia, en tránsito consta en el Art. 123 literal f) 
de la LOTTTSV la pena o sanción de trabajos comunitarios, lo que actualmente no 
existe es la norma de aplicación de este tipo de sanción. Existiendo solo la fase de 
imposición pero no la fase de ejecución, por lo que vigentemente no se aplica este tipo 





3.- Es muy importante conocer el problema actual de tránsito para determinar el 
impacto social y económico, por cuanto hasta el día de hoy la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, referente a la severidad de la pena, con 
relación a los delitos de tránsito que son culposos que están tipificados sin que ahora 
exista la ejecución de la sanción a través de trabajos comunitarios, al parecer resulta 
desproporcionada; ya que el legislador al hacer la reforma a la LOTTTSV no ha 
considerado la graduación de las sanciones y su aplicación, no ha considerado el 
propósito de crear la conciencia necesaria en los conductores de los vehículos y 
peatones que usan las vías,  que se estaba realizando a través de la pena de trabajos 
comunitarios. 
 
4.- Se debe crear urgentemente dependencias u oficinas legales en los que se 
brinde asesoría legal gratuita de calidad sobre el tema de delitos de tránsito, ya que los 
que existen como los estudios jurídicos de las Universidades existentes en Quito y 
Guayaquil, no son insuficientes y el servicio que se presta dista mucho de ser de calidad 



































La propuesta de la presente investigación  consiste en un proyecto de reforma al 
Reglamento de aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial, para el restablecimiento de la aplicación de la pena de trabajos 
comunitarios dentro de los juicios de tránsito. 
 
Datos informáticos y antecedentes   
 
Como antecedentes la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial está provista de la sanción con pena privativa de la libertad por 
infracciones a esta normatividad, ya sea en delitos de tránsito. Especialmente en nuestro 
país al producirse un accidente de tránsito donde haya muertos o heridos así como 
conducir un auto en estado de embriaguez o droga o sustancia prohibidas entre otras 
causas que ya han sido indicadas en los capítulos anteriores, y al ser considerado como 
el causante del accidente mediante el respectivo juicio y al emitirse una sentencia 
condenatoria puede producir la perdida de la libertad durante meses o años, donde debe 
cumplir una pena privativa de libertad que puede ir de 1 año hasta 12 años de privación 
de la libertad del infractor condenado.  
 
Por ello mediante una reforma a la Ley debería establecerse los requisitos para la 
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instauración, constitución y funcionamiento, de la pena de trabajo comunitario y que 
esta sanción debía ser graduada por el Juez y se la cumpliría por horas, de acuerdo a un 
plan de días y horas para cumplir la pena impuesta, en vez de que el sentenciado este 
privado de su libertad, y en vez de hacer algo provechoso para la comunidad y sociedad, 
este en una prisión sin hacer nada. 
  
Como datos informativos, se ha logrado obtener la siguiente información que ha 
sido proporcionada por el señor Coordinador de Juzgados de Tránsito Dr. Jaime 
Almeida Zambonino quien me ha proporcionado los datos obtenidos en el año 2012 que 
ya se encuentran tabulados, ya que los datos del año 2013 se están recopilando y recién 
para mediados del mes de febrero del 2014 podrán ya tenernos ingresados y tabulados, 
por  ello se ha podido realizar los siguientes cuadros por parte de este investigador y que 
pone en su conocimiento:  
 
ESTADÍSTICAS DEL 03 DE ENERO AL 31 DE DICIEMBRE DEL 2012 
 









Enero 145 131 276 
Febrero 162 119 281 
Marzo 154 153 307 
Abril 128 111 239 
Mayo 177 130 307 
Junio 192 126 318 
Julio 252 114 366 
Agosto 240 87 327 
Septiembre 251 114 365 
Octubre 245 108 353 
Noviembre 222 121  343 
Diciembre 216 136 352 
TOTAL 2384 1450 3834 
Cuadro 4.  Realizado por el investigador  
 
















Cuadro 6.  Realizado por el investigador  
 







Cuadro 7.  Realizado por el investigador  
 
 
Por lo que se puede determinar con los datos obtenidos y partiendo de los mismos, se 
observa que existe un aproximado de mil cuatrocientos cincuenta causas ingresadas por 
delitos flagrantes por accidentes de tránsito, por consiguiente esta es la cantidad de 
juicios de tránsito que se han iniciado en el año 2012, las mismas que pueden llegar a 
terminar en penas de privación de la libertad, donde se podría aplicar la pena de trabajos 
comunitarios que como se ha visto no solo beneficiaría al sentenciado que no iría a una 
cárcel sino a la sociedad y ciudadanía en general. 
 
Diagnóstico de la realidad de los juicios basados en delitos de tránsito y los 
trabajos comunitarios 
 
Dentro del diagnóstico de la realidad, se puede indicar que cuando se aprobó la 
reforma con la promulgación de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, publicada el 29 de marzo del 2011, se 
había promocionado que la misma agravaba todas las situaciones para los conductores;  
ya que en relación a las sanciones, si bien el artículo 123 de la LOTTTSV mantiene 
dentro de la enumeración de las penas aplicables a los delitos y contravenciones de 
tránsito a la pena del trabajo comunitario, este se eliminó como sanción en los artículos 
que lo preveían anteriormente a la reforma (especialmente el Art. 124 de la LOTTTSV), 
por lo que ha perdido la aplicabilidad, a pesar de los pocos años de vida que tuvo en 
nuestra legislación y que dio resultados positivos. Por lo que al eliminar esta sanción no 
se mejora la situación del sentenciado quien ahora deber cumplir una pena de privación 
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de la libertad en vez de una pena de trabajos comunitarios, donde se prestaba servicios 
como actividades, tareas especiales inherentes al tránsito sin remuneración o beneficio 
alguno, ya sea en instituciones públicas o privadas situadas en lo posible en el sector en 
donde se domicilia la persona sancionada; difundiendo las políticas, reglamentos de 
prevención,  educación y en muchos casos sus propias experiencias que pueden servir 
de ejemplo a los ciudadanos que le escuchan, aspectos relativos a la prevención y 
educación si se puede llamar vial para quienes forman parte de este ámbito. Más en la 
reforma a la LOTTTSV, sin duda el legislador, se ha puesto en establecer nuevas penas, 
sanciones, delitos, contravenciones, entre otros sin pensar en la aplicación de penas 




Como justificación al presente trabajo investigativo debo puntualizar, que en el 
ámbito de los delitos de tránsito es menester que las personas que han sido sentenciadas 
por ser conductores de los vehículos participantes en un accidente de tránsito no estén 
privadas de su libertad al sufrir una pena impuesta, cuando dentro del proceso ha 
demostrado atenuantes, es decir hechos que le han favorecido y le han hecho acreedor  a 
una modificación de la pena impuesta, donde el Juzgador pueda aplicar el principio 
constitucional de la proporcionalidad de la pena o aplicación de penas alternativas, por 
lo que se debe procurar  que cuando exista un delito de tránsito y la ciudadana o el 
ciudadano involucrado sea sentenciado por las circunstancias fácticas del mismo y se ha 
hecho beneficiario a atenuantes, o ha justificado o realizado acuerdo reparatorios o 
procedimiento abreviados, el Juez de la causa sancione con la pena de trabajos 
comunitarios, situación que prevé la propia Ley de Tránsito pero que ahora no se 
encuentra regularizada en el Reglamento de aplicación a dicha ley  por lo que debería 
reformarse la Ley y el reglamento para propender a realizar estos trabajos que van en 







 Proponer una propuesta, para restablecer la pena de trabajos comunitarios en los 
juicios por delitos de tránsito 
 
ESPECIFICO 
 Diseñar una propuesta de reforma a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial y su Reglamento de aplicación,  para restablecer la 
aplicación de los trabajos comunitarios como pena en los delitos de tránsito. 
 
Análisis de factibilidad  
 
Este análisis de factibilidad puede realizarse mediante un documento de foro 
jurídico que critique las falencias y contradicciones de la legislación ecuatoriana 
respecto del sistema de las penas en los delitos de tránsito especialmente a la pena 
privativa de libertad que podría ser remplazada o modificada por la pena de trabajos 
comunitarios que actualmente no se pueden ejecutar, por lo que se fundamenta un 
proyecto de reforma a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial, ya que en legislación de tránsito existe actualmente un vacío legal referente a la 
imposición y ejecución de la pena de trabajos comunitarios, ya que en el nuevo 
reglamento de aplicación a ley de tránsito vigente no consta las condiciones para 
efectuar dicha sanción, no poniéndose en vigencia el principio Constitucional esencial 
de la proporcionalidad de la pena así como la imposición de penas alternativas a la 
privación de libertad y se constituya en la práctica, en medio de la realización de justicia 
logrando ello con la imposición de penas de trabajos comunitarios, ya que éste tipo de 
acción social ayudará a una mayor concienciación de ésta norma legal y facilitará su 
conocimiento y divulgación. 
 
Como se indicado la Pena de trabajos comunitarios es una prestación de servicios 
comunitarios que obliga al condenado a trabajos gratuitos en entidades asistenciales, 
hospitales, escuelas, orfanatos, y otras instituciones similares u obras públicas. 
 




Que el Art. 120, núm. 6 de la Constitución de la República establece que la Asamblea 
Nacional tiene como atribución: “Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e 
interpretarlas con carácter generalmente obligatorio”.  
 
Que el Art. 169 de la Constitución de la República, dice que “el sistema procesal es un 
medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los 
principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía 
procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 
justicia por la sola omisión de formalidades”. 
 
Que el Art. 424 de la Constitución de la República, dice que la “Constitución es la 
norma suprema y prevalece sobre cualquier otro ordenamiento. Las normas y los actos 
del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones 
constitucionales, en caso contrario carecerán de eficacia jurídica”.  
 
Que luego de la aplicación de las reformas a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial se ha podido establecer que algunos artículos deben ser 
reformados. 
 
Que el trabajo comunitario puede ayudar a mejorar las condiciones de movilidad y el 
cabal conocimiento y aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial. 
 
Que es necesario realizar reformas a la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y 
Seguridad Vial para que las mismas sean justas y estén acordes a la realidad nacional 
En ejercicio de la atribución conferida en el numeral 6 del Art. 120 de la Constitución 
de la República del Ecuador, expide lo siguiente:  
 
Que la Constitución de la República, en su Art. 51 reconoce los derechos de las 
personas que se encuentran privadas de su libertad.  
 
Que el artículo 77 numeral 12 de la indicada Constitución, garantiza primordialmente 
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que las personas declaradas culpables y sancionadas con penas de privación de libertad 
por sentencia condenatoria ejecutoriada, permanecerán en centros de rehabilitación 
social; además establece, que ninguna persona condenada por delitos comunes cumplirá 
la pena fuera de los centros de rehabilitación social del Estado, salvo los casos de penas 
alternativas y de libertad condicionada, de acuerdo con la Ley. 
 
ANTEPROYECTO DE LEY REFORMATORIA A LA LEY ORGÁNICA DE 
TRANSPORTE TERRESTRE, TRANSITO Y SEGURIDAD VIAL Y EL 
REGLAMENTO DE APLICACIÓN SOBRE EL RESTABLECIMIENTO DE LA 
PENA DE TRABAJOS COMUNITARIOS 
 
Sustitúyase el artículo 124, por el siguiente: 
 
"Art. 124.- En los delitos de tránsito, cuando se justifique a favor del infractor la 
existencia de circunstancias atenuantes y ninguna agravante, la pena de reclusión 
mayor se reducirá a reclusión menor. 
 
Las penas de prisión y de multa, se reducirán hasta en un tercio de las mismas. 
 
Dependiendo de las circunstancias atenuantes que se presenten, el juez, podrá 
reemplazar la prisión con multa o las dos con trabajos comunitarios, que consistirán en 
la difusión de la normativa relacionada con políticas y temas de prevención, educación 
y seguridad vial, previa capacitación recibida en la Agencia Nacional de Tránsito o las 




En los casos de sustitución de la prisión, el juez está obligado a supervisar, 
periódicamente el cumplimiento de la sanción impuesta." 
 
REFORMA AL REGLAMENTO VIGENTE DE LA ORGÁNICA DE 
TRANSPORTE TERRESTRE, TRANSITO Y SEGURIDAD VIAL Y EL 
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REGLAMENTO DE APLICACIÓN SOBRE EL RESTABLECIMIENTO DE LA 
PENA DE TRABAJOS COMUNITARIOS 
 
Introdúzcase luego del Art.  235 el siguiente texto:  
 
“Capítulo II 
DEL TRABAJO COMUNITARIO 
 
Art. 235.1.- Es la sanción impuesta a quien comete un delito sancionado con prisión o 
una contravención muy grave con pena privativa de libertad  
 
El trabajo comunitario se cumplirá prestando servicios como: actividades, tareas 
especiales inherentes al tránsito sin remuneración o beneficio alguno, en instituciones 
públicas o privadas situadas, en lo posible, en el sector en donde se domicilia la 
persona sancionada. 
 
Art. 235.2.- La pena de trabajo comunitario estará sujeta a las siguientes condiciones: 
 
1. La sanción se graduará, impondrá y cumplirá por horas; 
2. El infractor podrá solicitar con la autoridad competente un plan de días y horas en 
que cumplirá la pena impuesta; 
3. El cumplimiento de la pena de trabajo comunitario deberá realizarse durante el día, 
no pudiendo superar bajo ningún concepto el de 8 horas diarias de trabajo 
comunitario; 
4. Al aplicar la sanción, la autoridad competente deberá procurar afectar lo menos 
posible la situación y condiciones laborales y el sostenimiento familiar de la persona 
sancionada, para lo cual podrá hacer cumplir la sanción los días sábados, domingos, 
y/o feriados; 
5. El representante legal de la institución en la que el infractor cumpla el trabajo 
comunitario deberá informar, con la periodicidad que fije el Juez competente, el 
cumplimiento de la pena y la conducta observada por el infractor. 
6. En el caso de incumplimiento del trabajo comunitario en los plazos, días y horarios 
establecidos, el Juez ordenará la suspensión de la licencia hasta que el infractor 
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cumpla con la sanción o que se cumpla con la pena previamente establecida, de manera 
obligatoria. 
7. Para el caso de los delitos de Tránsito sancionados con prisión se entenderá 480 
horas por cada año de pena o 40 horas por cada mes. 
8. Los trabajos Comunitarios para las contravenciones muy graves será el total de 
cuarenta horas como máximo.  
9. Los trabajos comunitarios en todo momento serán controlados por los agentes de 
tránsito quienes informarán por escrito al juez competente del cumplimiento correcto. 
10. En el presente caso el incumplimiento de trabajo comunitario en los plazos, horas y 
horarios establecidos, el Juez revocará la orden de libertad hasta que el infractor 
cumpla con la pena establecida. 
11. Para el caso de la capacitación de los infractores que se acojan al trabajo 
comunitario, la capacitación dentro del Centro Carcelario, será ejecutada por la 
Agencia Nacional de Tránsito o las Agencias Municipales de Tránsito GADS” 
 
Evaluación de la propuesta.  
 
Esta etapa se refiere a la previsión del grado de aceptación de la implementación 
de la pena de trabajos comunitarios, ya que en el nuevo reglamento de aplicación a ley 
de tránsito vigente no consta las condiciones para efectuar dicha sanción, no poniéndose 
en vigencia el principio Constitucional esencial de la proporcionalidad de la pena así 
como la imposición de penas alternativas a la privación de libertad y se constituya en la 
práctica, en medio de la realización de justicia logrando. Esta evaluación debe ser 
realizada tanto en el transcurso de la  presentación de la propuesta del este sistema 
(seguimiento) como en la implementación que se la puede dar con la intención de saber 
si se ha cumplido con los objetivos y alcanzado los resultados esperados dentro de la 
administración de justicia.  
 
 
Es necesario contar con una evaluación continua y sistemática de la futura 
implementación de la pena de trabajos comunitarios, ya que en el nuevo reglamento de 
aplicación a ley de tránsito vigente no consta las condiciones para efectuar dicha 
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sanción, no poniéndose en vigencia el principio Constitucional esencial de la 
proporcionalidad de la pena así como la imposición de penas alternativas a la privación 
de libertad, lo que permitirá la sustentación o la formulación de cualquier futura reforma 
o mejoramiento en el sistema de penas privativas de libertad para abarcar otros aspectos 
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DEFINICIÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS 
 
Entre las definiciones que serán de mayor utilidad para el desarrollo del presente 
problema encontramos los siguientes: 
 
Accidente de Tránsito: En términos generales accidente es un hecho eventual, 
imprevisto, que genera una desgracia o un daño. En materia de tránsito accidente es el 
suceso imprevisto producido por la participación de un vehículo o más en las vías o 
carreteras y que ocasiona daños materiales o lesiones a personas y hasta la muerte de las 
mismas. Los accidentes de tránsito tienen el carácter de ser delitos culposos, por la falta 




Audiencia.- Acto judicial en el que los litigantes tienen ocasión de exponer sus 
argumentos ante el tribunal 
 
Constitución de la República.- La Constitución es el ordenamiento máximo que tiene 
un país, donde están determinados los derechos de una nación, la forma de su gobierno, 
y la organización de los poderes públicos de que éste se compone.  
 
Trabajo comunitario.- Es la sanción impuesta a quien comete un delito de transito 
sancionado con prisión. 
 
Delito: Para el Dr. Efraín Torres Chávez en su obra Breves comentarios al Código de 
Procedimiento Penal (1983) del Ecuador y Practica Penal Volumen IV, establece que 
delito es: “Acción u omisión penada por la ley. El concepto está sometido por completo 
al principio de legalidad, de tal forma que el principio acuñado por los juristas romanos 
nullum crimen sine lege, es su regla básica. Por esto resulta irrelevante el intento de 
averiguar una noción sustancial de delito, como pueda ser en otras épocas el delito 
natural, pues delito es solo aquello castigado por la ley” (Efraín Torres, 1997, pág 119).  
 
Delitos de Tránsito: Son infracciones de tránsito que provocan lesiones o la muerte a 
las personas; y, por consiguiente, tienen las penas más graves que comprenden la 
prisión desde un año, e inclusive la reclusión mayor ordinaria de 8 a 12 años, 
revocatoria definitiva de la licencia para conducir vehículos a motor y multa equivalente 
a 30 remuneraciones básicas unificadas del trabajador en general. 
 
Derecho de tránsito:  Es el conjunto de disposiciones legales o reglamentarias que 
directa o indirectamente regulan el desplazamiento de los vehículos así como el de las 
personas por las vías públicas y que atribuyen consecuencias jurídicas a la 
inobservancia de tales disposiciones legales.  
 
Infracciones de Tránsito: Son infracciones de tránsito las acciones u omisiones que, 
pudiendo y debiendo ser previstas pero no queridas por el causante, se verifican por 
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negligencia, imprudencia, impericia o por inobservancia de las leyes, reglamentos, 
resoluciones y demás regulaciones de tránsito (Art. 106 LEY ORGÁNICA DE 
TRANSPORTE TERRESTRE, TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL).Las infracciones 
de tránsito se dividen en delitos y contravenciones. 
 
Jueces de Tránsito: Es la autoridad con jurisdicción y competencia emanada de la 
Constitución y las leyes, para el juzgamiento de los delitos y contravenciones graves de 
ésta materia, dentro de sus respectivas jurisdicciones territoriales. 
 
Principio de proporcionalidad: Es la herramienta de ponderación entre las facultades 
de investigación y persecución de los órganos del sistema penal y los derechos 
constitucionales atinentes a las personas objeto de la acción de este sistema para 
sancionar a los infractores de la ley. 
 
Propuesta.- El trabajo comunitario impuesto como pena será cumplido difundiendo las 
políticas, reglamentos de prevención y educación vial, en tal virtud, el trabajo 
comunitario se cumplirá prestando servicios como: Actividades, tareas especiales 
inherentes al tránsito sin remuneración o beneficio alguno, en instituciones públicas o 
privadas o UVN situadas en lo posible, en el sector en donde se domicilia la persona 
sancionada, entidades que para el cumplimiento del trabajo comunitario observaran los 
parámetros establecidos en el Art. 235.2 del Reglamento General vigente a la fecha para 
la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, 
quienes tendrán la obligación de informar sobre el cumplimiento de dicha pena en 
forma mensual al Juez Aquo; quien notificara a las entidades correspondientes 
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ANEXO No. 1 
















































CONTESTE ESTAS PREGUNTAS CON MUCHA SERIEDAD ES PARA SABER 
CUAL ES LA REALIDAD DE LA PENA DE TRABAJOS COMUNITARIOS EN EL 
ECUADOR 
 
Qué profesión tiene ............................................... 
Cuál es su edad .................................................... 
 






















6) Qué opinas sobre una aplicación de estas penas alternativas?   
................................................................................................................................... 
 
7) Diga su criterio sobre si deben aplicarse las penas de trabajos comunitarios en 













ANEXO No. 3 
ENCUESTA 
 
CONTESTE ESTAS PREGUNTAS CON MUCHA SERIEDAD ES PARA SABER 
CUAL ES LA REALIDAD DE LA PENA DE TRABAJOS COMUNITARIOS EN EL 
ECUADOR 
 
¿Qué opinión le merecen los siguientes apartados?: 
 
1. ¿Funcionamiento de las sanciones penales de tránsito en el Ecuador? 
__ Muy bien  __  Bien  ___Regular  ___   Mal  _ Muy mal  _  No sabe  
 
2.- ¿Cómo es la aplicación que las penas alternativas determinadas en la Constitución de 
la República? 













































3.- ¿Cree que están aplicando  los jueces las penas alternativas? 
__ Muy bien  __  Bien  ___Regular  ___   Mal  _ Muy mal  _  No sabe  
 
4.- ¿Cree qué con la aplicación de la penas de trabajo comunitarios se cumple con la 
norma constitucional?  
__ Muy bien  __  Bien  ___Regular  ___   Mal  _ Muy mal  _  No sabe  
 
5.- ¿Cree qué se debe permitir la aplicación de sanciones alternativas conforme lo 
dispone la Norma Constitucional en su Art. 77 numeral 11?  
__ Muy bien  __  Bien  ___Regular  ___   Mal  _ Muy mal  _  No sabe  
 
6.- ¿Considera a los trabajos comunitarios como una sanción alternativas conforme lo 
dispone la Norma Constitucional?  
__ Muy bien  __  Bien  ___Regular  ___   Mal  _ Muy mal  _  No sabe  
 
7.- ¿Cree que se debe cambiar la pena privativa de libertad en delitos de transito por la 
pena de trabajos comunitarios?  
__ Muy bien  __  Bien  ___Regular  ___   Mal  _ Muy mal  _  No sabe  
 
8.- ¿Creé que debe reinstaurarse la pena de trabajos comunitarios en los delitos de 
tránsito?  









ANEXO No. 4 
RESULTADOS DE LAS ENCUESTAS 
CUADROS Y GRÁFICOS  
 
Encuestados  Fa Fr 
Jueces 14 47,00 %  
Fiscales y 
defensores 
Publicos 10 33,00 % 
Abogados y 
Choferes 6 20,00 %  






















































































































 Muy  
bien 
Bien Regular Mal 
Muy 
mal 








GRAFICO No. 5 
Muy bien Bien Regular 































      Cuadro7.  Realizado por el investigador                                      
 
Muy bien 
Bien Regular Mal 








GRAFICO No. 7 
